
CONCEPTO DE POTESTAD ORDINARIA
Y DELEGADA

SUMARIO : 1. En el Dereoho romano.-11, En el Derecho espairiol.—M. En el
Derecho de las Decretalee.—IV. En los decretalistas.—V. En el Código de Dore-
oho Canónico. Potestad ordinaria principal y ordinaria subordinada. Carácter
de la jurisdiccián que los Obispos ejercen sobre los exentos. La delegación "a
lure". Sentencia favorable a su admisión en el Cádi4-o. Sentencia negativa.

El oncepto de potestad es tan amplio como el concepto mismo de de-
recho, porque la potestad es la causa originaria y eficiente del derecho.
La potestad reside en la persona y es uno de sus más nobles atributos,
puesto (jut modiante ella la persona pue(le ordenar autorittrinmente los
medios al fin, sea éste el común o social, sf, la potestad es pública, sea
el particular o individual a cuya consecución se dirige la potestad priva-
da o dominativa. Por esta causa el Código de Derecho Canón:co trata
de la potestad en el libro II, que lleva por titulo De personis ; y como
el Código se ocupa principalmente de la potestad jurisdiccional o públi-
ca, de la que según ley ordinaria, únicamente son capaces los clérigos,
el titulo De potestate ordinaria et delegata forma parte del tratado ge-
neral de los clérigos.

Aunque el presente estudio ofrece un aspecto meramente especula-
tivo o conceptual, como su mismo enunciado indica, Sin embargo, la ten-
ria en Derecho debe siempre tender al fin del Derecho, que es la prác
tica, o sea el ordenamiento de los actos humanos en conformidad con la
ley para la consecución del fin individual y social, que, en último tér-
mino, no es otro que la salas animarum. Esta trascendencia práctica, ca-
racterística de la ciencia jurídica, alcanza perspectivas más dilatadas cuan-
do el concepto que se analiza es el de potestad ; puesto que sin potestad
no hay acto jurídico, y la legitimidad del acto depende no pocas veces
de la misma naturaleza especifica de la potestad. Es manifiesto, por
ejemplo, que no todo lo que puede el Superior ordinario lo puede el de-

legado, ni la posición de éste goza de la autonomía y estabilidad que
competen al Superior dotado de potestad ordinaria. Nuestro intento al

presente no es dilucidar el concepto de potestad, aunque a él incidentst
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mente y de pasada tengamos que referirnos más de una vez, sino el de
su distinción en ordinaria y delegada, que es la distinción más impor-

tante y la que directamente menciona nuestro Código. La oscuridad que
envuelve esta distinción, tanto en su origen y desarrollo como en su mis-

mo concepto formal, justifica el que la hagamos objeto de un estudio
algo detenido y razonado. No es la primera vez que, antes y después del
Código, los canonistas y civilistas han abordado directamente este com-

plicado tema, sobre todo bajo algunos aspectos parciales ; pero la explo-

ración no está aún acabada y los reiterados esfuerzos pueden contribuir
todavía al mejor esclarecimiento de esta cuestión fundamental, máxime

si, como ahora nos proponemos, la exploración se realiza en campos d:s-

tintos, pero en los cuales se ha infiltrado la misma corriente. Nuestro
propósito, al abarcar rápidamente, con mirada histórica, toda la dimen-

sión Jet tema, es demasiado ambiu . oso, ciertamente, por lo cual no in-
tentamos realizarlo en forma exhaustiva, sino más bien sintética y pano-

rámica, aprovechando algunos trabajos ya adelantados por quienes de-
dicaron una atención especial al planteamiento y solución del problema

que ahora nos ocupa.

I. EN EL DERECHO ROMANO

En ninguna de las obras que forman el Corpus Iuris Civilis del Em-

perador Jus -rmANo se halla un título en el que expresamente se trate de
la potestad orAnaria y delegada, ni estos mismos calificativos, aplicados
a la potestad en sentido contrapuesto o como miembros de una misma
división, aparecen en las fuentes romanas. Posteriormente, los tratadis-
tas de Derecho romano hablan con frecuencia de potestad ordinaria, pero
en sentido diferente del actual y sin contraponerla a la delegada. Quie-

re esto decir que el Derecho romano desconociese conceptos tan primor-

diales o que se halle rota en este punto la cadena que enlaza la actual
ciencia jurídica con la que elaboraron sus geniales creadores, los juris-
consultos de Roma? Ninguno de estos dos supuestos es admisible, con-
forme brevemente lo vamos a demostrar, recopilando una doctrina bas-

tante difusa y oscura de los antiguos jurisconsultos y tratadistas. No
entramos en el escabroso y ya muchas veces asendereado campo de las

disquisiciones sobre los conceptos romanos de potestad, imperio sr ju-
risdicción, porque nuestra investigación al presente se circunscribe a los
dos conceptos adjetivos ya expresados de potestad ordinaria y delegada,
los cuales se aplican 'indistintamente a cualquier clase de potestad.
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Múltiples son las clasificaciones de la potestad en el Derecho romano,
mas ahora sólo nos interesan dos, que son las que en línea ascendente
pueden ofrecer pruebas más claras de parentesco con la división canóni-
ca de la potestad que ahora estudiamos. Esta doble división romana a
que nos referimos es la de potestad ordinaria y extraordinaria y la potes-
tad p ropia y mandada o vicaria. La nomenclatura hd s:do inventada por
los comentaristas, pero su sentido brota directamente de las fuentes ro-
manas.

A) Potestad ordinaria y extraordinaria —Existía en Derecho roma-
no una potestad que se obtenía iure magistratus et more maiorum (1).
Esta especie de potestad o jurisdicción fué llamada por los comentaristas
potestad ordinaria (2) • Se entendía adquiiiida jure niagistratus et more
maiorum aquella potestad que en principio el pueblo romano había vin-
culado a la dignidad de magistrado y por lo mismo ya, naturalmente,
formaba parte esencial del mismo oficio. Idéntica categoría de potestai
ordinaria alcanzaron después aquellos derechos y obligad :ones que, en el
transcurso del tiempo, se habían superpuesto al oficio de magistrado,
modi fi cándolo, con tal que hubieran sido sancionados por el consenti-
miento tácito del pueblo. Otras veces la potestad era otorgada esPecial-
mente al magistrado por ley, senadoconsulto o constitución del Prínci-
pe (3). Esta clase de potestad fué denominada extraordinaria o legitima
por los comentaristas (4). La potestad ordinaria o adquirida iwre magis-
tratus podía delegarse «quae vero iure magistratus competunt mandai i
possunt», dice PAPINIANO en el fragmento del Digesto que acabamos de
citar. Esta es una de las diferencias más notables entre la facultad ordi-

naria y la extraordinaria o especialmente concedida. Ahora pregunta-
mos: ¿ Puede hallarse en esta distinción romana de conceptos el origen
de la división canónica de la potestad en ordinaria y delegada? A esto
respondemos que sólo parcialmente coincide la división canónica con la
expresada división romana. En efecto, la potestad romana adquirida
iure magistratus et more maiorum cae dentro del concepto de potestad
ordinaria ; pero el ámbito de esta última es sin comparación más ex-

tenso, ya que puede también comprender, sin forzar los conceptos y
siempre que se cumplan las demás condiciones requeridas, todo cuanto

se contenía en la potestad romana extraordinaria, esPedialmente otor-

(I) 	 Dig., tr. 1, 1. I, Ut. 21.

(2) J. 	Commentarium ad Pandectas (ed. 4.*, Rage Comitum, a. 1723), De iurisdtittone,
I. II, III: 1, n. 6.

(3) Fr. I, 1. I, tit. 21 dol Dig.
(4) fer. VOET, 1. O.
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gada, según la expresión usada por PAPINLINO. Sólo por faltar a la ju-
risdicción romana extraordinaria alguna condición diversa de su origen
legal; es decir, por no ir aneja a un verdadero oficio, dejaría esta forma
de jurisdicción de equivaler a nuestra potestad ordinar:a, y aun enton-
ces no sería del todo sinónima de la potestad canónica delegada, sino
tan sólo de la delegada a, jure, no ab humine. Reiteramos nuestra afir-
mación precedente de que la inencionada distinción romana de la po-
testad sólo parcialmente nos descubre el origen de la actual clasifica-
ción canónica. Aun en el mismo Derecho romano la jurisdicción jure
magistratus y la specialiiter tributa fueron poco a poco equiparándose'
por obra de los comentadores hasta sin- ambas consideradas como una sola
potestad ordinaria, por cuanto que también la jurisdicción especui
concedida mediante ley en razón de un oficio, aunque sin formar parte
de él.

B) Potestad propia y delegada o vicaria. —Los textos romanos ha-
blan además de jurisdicción suo iure y de jurisdicción alieno b:.nefi -

cio (5). La última es llamada también en los textos, con mucha frecuen-
cia, jurisdicción mandada (6). A veces se habla expresamente de juris-
dicción o ejecución delegada, aunque con sentido poco determinado (7).
En algunos textos o fragmentos se afirma que la jurisdicción que se
tiene alieno beneficio o por mandato de otro no es propia (8). De aquí
concluyeron los antiguos comentaristas que la jurisdicción poseída «suo
iure» es Propia (9). A la contraria de ésta, o sea, la clue se tiene alieno
beneficio, la denominaron delegada o vicaria (to).

La división romana de la potestad en jurisdicción suo iure y alie-
no beneficio, aunque en la term:nologia no coincide con la división canó-
nica de la potestad en ordinaria y delegada, en realidad se asemejan
tanto, que bien puede considerarse la primera como antecedente remoto,
pero directo, de nuestra división. Una diferencia, sin embargo, debe-
rnos anotar, y es que la jurisdicoián concedida especialmente por ley,
senadoconsulto o constitución, no se consideraba en Derecho romano
como suo ire, equivalente a jure magistratus, v por esta causa, según

(51 	 JULIANO 	/)cg,, L. 5, L II, Ill. I.
(6) 	 Dig., L I, lit. IC, en varios fraFlnentus; I I, W.	 L II, III. I, etc.
Co 	 Dig., L. I, L I, tn. 	 I.

Dig., L. I, § 1, I. 1, 1.1t. 21.
tw,, T. PAURNIE)6TEItt'S A KUGHSTET De turisdictlone Imperil HOMalii, ed. 5, I. I. c. 17, L :

Francururti ad M., a. 1618), llama a la Jurisdicción PHOPIA tamblen principal. Pero otros 1u
res rechazan esta denomlnacIón de ritiNcmni. cuando se ()pone a la mandado, 1,Orque la Juila-
alceOn es la misma y, por consiguiente, tan principal en cl inandante cuino en el vIca.r10.

(till J. Voler: Cummentartum ail Pandeclas, De luriadielione, I. II, ilt. 1, II. 7.
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ya dijimos, nu podia mandarse o transferirse a otro (1 1); mientras que
en Derecho canónico, supuestas las demás condiciones, es jurisdice.ón
ordinaria y capaz de delegación. ¿Luego la jurisdicción romana con-
cedida por ley o en forma semejante debe clasificarse como mandada o
aiieno beneficio? La respuesta habría de ser afirmativa, si nos atene-
mos sólo a la expresión literal del fragmento I, libro I, titulo 21 dei
Digesto, donde se dice : ■(lit ideo videntur errare Magistratus, qui cum
publici iudicii habeant exercitionem lege vel senatu consulto delega-
tam...iurisdictionem suam mandant.» Pero debe observarse que el tér-
mino delegatam aquí parece simplemente sinónimo de tributara, puesto
que hace alusión a las palabras que anteceden : lege ,tribuuntur, y por

mismo de este texto nada puede colegirse. La figura de la potestad
concedida por ley especial, senadoconsulto o constitución aparece en
Derecho romano muy borrosa y confusa, como balanceándose entre las
llamadas suo jure y alieno beneficio. Creemos, sin embargo, que,
de hecho, para los efectos jurídicos, la potestad legítima debe equipa-
rarse a la potestad mandada, si bien la jue:sdicción alieno beneficio o
mandada comúnmente se entendía que era la dada por comisión parti-
cular de otro, en cuyo nombre se ejercía, por lo cual se llamó después
vicaria. No han faltado autores que antO la dificultad, o mejor, imposi-
bilidad de reducir la potestad legítima a la propia o sit° iure y ante la
incertidumbre de poder clasificarla como delegada o alieno beneficio,
han preferido considerarla como intermedia entre las dos, formando aSi
una división trimembre. Los comentaristas posteriores transvasaron
contenido de la división romana, incluyendo en la juKsdicción que lla-
maron propia y que quisieron fundamentar en la romana suo jure
sólo la obtenida por derecho de magistratura, en el sentido primitivo y
genuino de la palabra, sino también la otorgada por ley. Así, la juris-
dicción propia o suo iure, como sucedió paulatinamente con la jure ma-
gistratus, vino ya a coincidir plenamente con nuestra jurisdicción ordi
mania, salvo los casos excepcionales en los que la jurisdicción, no obs-
tante de ser dada por ley, se considera canónicamente por la mayoría
de los autores como delegada a jure. En confirmación de lo dicho pode-
mos etar las siguientes palabras de VOET «Propriam appello quam quis
habet suo nomine, non alieno beneficio ; sive earn jure magistratus sive
ex speciali legis, senatusconsulti aut constitutionis concesione exer-
ceat» (1 2).

	(11) 	¡fig., L. 1, I. I, Lit. 21; L. 6, I. 11, tit. I

	

112) 	 Vow, I. c., 1. 11, tit. 1, n. 7,
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La segunda forma de la jurisdicción romana, dentro de la división
que ahora estudiamos, es decir, la jurisdicción alieno beneficio o man-
diada. equivale, entitativa y sustancialmente, a nuestra potestad de:e-
gada, que de ordinario, en el Derecho canónico como en el romano, es
la delegada ab homine, aunque también, a veces, la delegación se con-
ceda por ministerio de la misma ley. La identidad sustancial entre la
antigua jurisdicción mandada y nuestra moderna jurisdicción delegada
está en que ninguna de ellas va aneja al oficio y formando parte de el,
y, por ende, ninguna de ellas es propia de quien posee el oficio, aun-
que lo posea como verdadero titular. La potestad delegada es siempre
algo prestado, sea por acto particular del Superior, sea por la misin.
ley. Otra cosa bien distinta es la consideración de las cualidades acce-
sorias que acompañan a la delegación. Bajo este respecto si que pode-
mos sefialar numerosas e importantes diferencias entre la delegao:ón ro-
mana y la canónica (13); pero esto no hace por ahora a nuestro intento,
que se circunscribe a buscar el origen de la división canónica de la po-
testad jurisdiccional. Después de lo dicho, podemos con toda certeza
afirmar que la división canónica de la potestad en ordinaria y delegada
se halla directa e íntimamente entroncada con la división romana de la
jurisdicción en suo lure y alieno beneficio, y que, además, conserva, con
leves variantes, su mismo significado. Sólo interesa advertir, para apre-
ciar la causa y alcance de las variantes introducidas, que actualmente
Ta jurisdicción canónica, otorgada especialmente or ley, suele ir aneja
al oficio, y por esta causa es generalmente—según algunos, siempre--
ordinaria, al contrario de lo que sucedía en Derecho romano. De aquí
deriva una consecuencia digna de tenerse en cuenta, y es ésta : que si
bien nuestra división de la potestad, conceptualmente, coincide en todo
con la romana, tal como se halla en las fuentes (iure magistratus o suo
iure = vi officii ; lege special' y alieno beneficio = per commissionem o
per delegationem); sin embargo, de hecho, la división canónica, aten-
dido su objeto o su encuadramiento en las divisiones que lo contienen,
coincide más plena y adecuadamente con la división en potestad propia
y delegada o vicaria, tal como esta división fué entendida por los co-
mentaristas del Derecho romano y del Derecho común, al clasificar la
jurisdicción concedida especialmente por lev dentro de la jurisdicción
ordinaria.

Llevando nuestra investigación del concepto de potestad ordinaria
y delegada a su misma expresión terminológica, debemos afirmar que

(I3I ca.. MAPUTO, C. M. P.: institutiones lulls Can. (MadrLd, 19, 18), I. I, n. 70i, noid
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la actual nomenclatura no es originariamente romana, en cuanto des-
tinada a expresar diversas formas de jurisdicción. Ya hemos vf:sto cómo
se habló, por los comentaristas del Derecho romano, de jurisdicción or-
dinaria y extraordinaria. Con más frecuencia y con anterioridad se ha-
bló de jueces ordinarios y delegados, en sentido muy diverso e impro-
pio, que por ahora no nos interesa averiguar, porque de lo que ahora
tratamos es únicamente de la fórmula verbal. La clasificación de los
jueces en ordinarios y delegados fué ya conocida en el Derecho de Jus-
TINIAN°, y precisamente de esta distinción se cree con fundamento que
nació a denominación de la potestad o jurisdicción en ordinaria y dele-
gada. Esta distinción, con los mismos términos actuales, la encontra-
mos en el SPECULATOR, quien se expresa así : «Ordinaria dicitur lurk-
dictio quae generaliter se extend:t ad omnes causas in solo territorio.
Delegata est quae a principe demandatur specialiter ad unam vel piures
causas» (14). Otros autores entendían la potestad ordinaria y delegada
en muy diverso sentido, aproximándose algunos de ellos a las nocio-
nes actuales.

II. EN El, DERECHO ESPAÑOL

La figura de la potestad delegada o mandada, que tan extensa apli-
cación alcanzó en el Derecho romano y que tan cuidadosamente filé re-
gulada, sobre todo en su transmisión y apelablidad, por los juriscon-
sultos de la época clásica, fué decayendo  y desdibujándose, al pasar
los Derechos patrios, a medida que éstos se alejaban de su fuente 0

punto de partida, el mismo Derecho romano. La causa del poco favor,
mejor diríamos oposición, que el Derecho civil y aun la doctrina han
ido manifestando, cada día con mayor insistencia, hacia la delegación
de la potestad ordinaria o propia, se explica fácilmente. La causa ori-
ginal no es otra que el absolutismo de la lev, que se pretende lo prevea
todo y lo ordene todo, dejando el minimum de margen y arbitrio no
sólo a los simples súbditos, sino también a los depositarios v ejecutores
de la ley. Esta tendencia, que se ha llevado hasta el campo de la inter-
pretac i ón del Derecho, por su naturaleza incircunscribible, no podia
menos de concluir por eliminar, como así ha sucedido, del ámbito del
Derecho subjetivo y discrecional una facultad tan pr:vativa como es
la de transferir a otro el poder que la misma lev primeramente ha con-

(14) Guit..Er.mus DURAND (Speculator): Speculum iurls (Vanetits, 1577), I. I, part. I, De iurDi-
orliclione omnium iudicum, p. 134.
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ferido. De esta manera la voluntad del Derecho parece que sale mejor
garantizada, pero las necesidades particulares quedan frecuentemente
pear servidas. El absolutismo de la ley ha invadido también el Derecho
espaRol. Por esta causa se ha ido eliminando gradualmente de las leyes
patt'as la facultad de delegar, a medida que en ellas se iba perdiendo
el influjo del Derecho romano. Las Paritidas, monumento insigne de
sabiduría y de equidad, donde tan vivo alienta el espíritu romano y
canónico, conservan el poder de delegación, principalmente en el orden
contencioso, y äsí hablan varias veces de jueces ordinarios y jueces de-
legados. Plácenos citar aquí unas palabras de la Parrida III, título IV,
ley 1.• Después de enumerar varias clases de jueces, empezando por
los que juzgan en la corte del Rey, que son, dice la ley, los mis hon-
rados, aiiade : «E todos estos jueces que habernos dicho, llárnanlos en
latín ordinarios, que muestra tanto como homes que son puestos orde-
nadamente, para facer su oficio sobre aquellos que han de judgar, cada
unos en los logares que tienen. Otra manera hi ha aún de jueces, a que
llaman delegados, que quiere tanto decir como homes que han poderío
de judgar algunos pleytos serlalados según les manden los reyes o los
adelantados o los otros jueces ordinarios.» También en otros lugares se
habla de los jueces ordinarios y delegados, v. gr., en las leves 17-22 de
la misma Partida III, titulo IV.

En los cuerpos legislativos posteriores apenas hay vestigio alguno
de la potestad delegada, y en la Novísima Recopilación ha desaparecido
por completo, reemplazándose el principio de la delegación por la de-
terminación más concreta de los diversos jueces ordinarios que tienen
poder de juzgar según la categoría del objeto y de las personas. El mis-
mo criterio preside en la ley de Enjuiciamiento Civil. Esta doctrina se
aplica igualmente al ejercieio de la función administrativa. En el Có-
digo Civil sólo se hace mención de la facultad de delegar al hablar del
cargo de albacea (art. 909), donde, como es manifiesto, no se trata del
poder jurisdiccional, sino de la potestad privada inherente al Derecho
de propiedad, que corresponde al testador y se ejerce en nombre suyo.

Modernamente, aun el termino de potestad ordinaria ha camb ado
de significación. En la actualidad la potestad ordinaria del Derecho civil
es equivalente a la potestad que en Derecho canónico llamaríamos co-
mún, en contraposición a las jurisdicciones especiales, que todavía per-
duran en ambos Derechos, porque en determinados casos son realmente
necesarias, pero que, fuera de estos casos, tienden a extinguirse me-
diante la unificación de los fueros y demás órganos jurisdiccionales. El
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concepto clásico de la juriscción ordinaria, que, como después vere-
mos, es el que ha pasado a la moderna legislación canónica, halla su
expresión mis parecida en la potestad civil llamada propia, que es la
que se tiene en razón de un cargo legalmente constituido y conferido.

Sin embargo, entre esta potestad civil propia y la clásica potestad or-
dinaria no existe ecuación perfecta, porque la última incluye la potes-
tad vicaria, que el Derecho civil español, siguiendo la doctrina hoy co-
rriente, rechaza en absoluto, o mejor diríamos, simplemente desconoce.

III. EN EL DERECHO DE LAS DECRETALES

En el Derecho de las Decretales hallamos dos términos que actual-
mente suelen considerarse por nuestro Código como sinónimos, aunque
estrictamente no lo sean : los términos de potestad (15) y de jurisdic-
ción. Si la potestad se entiende en un sentido integral, puede ser
',Pica y privada, y entonces se diferencia de la jurisdicción, que stempre
es pública. Pero, como quiera que en Derecho se trata casi siempre de
la potestad pública, al hablar simpleinente de potestad se entiende esta,
viniendo, por lo tanto, a ser términos equivalentes los de potestad y
de jurisdicción. No así en el Derecho civil ni en el Derecho de las D ,--

cretalcs. En uno y en otro el término jurisdicción tiene dentro del ám-

bito de la potestad pública un significado restr;rigido, que es el que ex-
presa su misma etimología : dictio, potestas iuris dicendi, facultad

de sentenciar si una cosa es Derecho, si está o no conforme con 61. Es
decir, que la jur:sdicción, tanto en el Derecho civil como en el de las
Decretales, comprende tan sólo la potestad judicial. En confirmación

de lo dicho pueden xerse los textos siguientes, escogidos al azar : Dc-

cretales de Gregorio IX : capítulo 38, libro I, titulo 29 ; capítulo to,
libro I, titulo 3o; capitulo 18, libro I, titulo 31. Libro VI de Bonifa-
cio VIII: capítulo 14, libro I, título 14 ; capítulo 7, libro I, titulo t6.
Sin embargo, alguna vez la palabra jurisdicción se toma en sentido ge-
neral, como en el capitulo t, libro I, titulo 13, in VI.

Cuando las Decretales intentan referirse a la potestad que en Dere-
cho canónico se llama voluntaria o no judildial (canon 201, § 3), emplean
el término genérico de potestad (16). Baste citar el extenso titulo 60 del
libro I de las Decretales de Gregorio IX ; este título lleva como epígrafe

(16) Al presente no hablamos de la potestad de orden, sino únicamente de la de régtmen.
(16) Sabido es que en Perecho clxil la jurisdicción o potestad Judicial se divide Cft volun-

Carla y contenciosa; prescindirnos ahora  de esta nomenclatura, atenlendonos tan sólo n la eanó-
Melt usualmente admitida.
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De electione et electt potestate. A esto podría oponerse el titulo 29 de
las Decretales de Gregorio IX, que va encabezado por esta inscripción
De officio et poteslate iudicis delegati. Pero debe observarse que aquí
la potestad significa el conjunto de facultades que competen al juez de-
legado, sean estas atribuciones propiamente judiciales o no lo sean.
Cuanoo en este mismo título se habla de la potestad juckial, vuelve
usarse el término jurisdicción, v. gr., en el capitulo 9, en el ii y en
el 19. Fueron Jos decretalistas quienes, abandonando el sentido etimo-
lógico y más genuinamente romano del término «jurisdicción», intro-
dujeron en Derecho el concepto teológ:co de la misma, ampliando así
su significación y dando un valor equivalente a los términos de potestad
pública y de jurisdicción, descontada la potestad de orden también pú-
blica. Esta, nueva acepción es la que llegó a prevalecer y la que per-
dura en el nuevo Derecho canónico.

El objeto de este estudio es averiguar en las principales etapas de
la Historia del Derecho, el concepto genérico de la potestad jurisdic-
cional canónica—no sólo el de la potestad judicial—en su más impor-
tante división de potestad ordinaria y delegada. Por esta causa, pres-
cindimos también en nuestra investigación sobre el Derecho de las Do-
cretales, como lo hicA:mos al referirnos al Derecho romano, del concepto
mismo de potestad pública o jurisdiccional, fijándonos directamente y
por separadb en cada uno de los miembros de la división indicada. Las
Decretales hablan preferentemente de potestad judicial, llamada juris-
dicción, y a ella suelen aplicar la distinción de potestad ordinaria y de-
legada ; pero la dise:nción vale lo mismo para la potestad judicial que
para la no judicial.

A) La potestad ordinaria

Las Decretales de Gregorio IX, como el Libro VI de Bonifacio VIII
y las Clementinoas, hablan indistintamente de la potestad del Vicario,
del Delegado y del Ordinario. Por lo cual no aparece claro 4,, la potes-
tad vicaria es considerada como una subespecie de la potestad ordina-
ria o de la delegada, o bien como una especie intermedia.

Prescindiendo ahora de la doctrina de los decretalistas y ateniéndo-
nos tan sólo al texto de las Decretales, podemos afirmar que la potes-
tad del Vicario, sea éste el genera', que goza de autoridad gubernativa,
sea el judicial llamado ofixiall, coincide con la potestad del Ordinario en
cuanto que ambas dimanan de un oficio eclesiástico y por lo mismo son
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objetivamente perpetuas. En corroboración de estas afirmaciones pueden
alegarse varios textos. Pr:meramente, las Decretde.s- de Gregorio IX
(1. 1, tit. 28) hablan repetidas veces de las Vicarias como de oficios
eclesiásticos permanentemente constituídos, y a los mismos Vicarios se
les llama Ordinarios y perpetuos. Hacen muy al caso para lo que ahora
intentamos demostrar las siguientes palabras del Libro VI de Bonifa-
cio VIII (C. 2, I. I, tit. 13): i(Licet in officialem Episcopi per comm ,sio-
nem officii generaliter factam», donde ya explic:tamente se dice que
cargo de Vicario judicial es un oficio que se confrere en forma general.
Mas no sólo por dimanar de un verdadero oficio—concepto esencial de
la potestad ordinaria—, sino también por su misma nataraleza debe
esti.marse como ordinaria la potestad del Vicario, y aun debe cons:cle-
rarse su potestad como sustancialmente idéntica a la clel Obispo : es la
misma potestad ejercida por dos personas ,en virtud de dos oficios dis-
tintos, de los que uno tiene por fin ayudar y sustituir al otro. Por esta
tinalidad complementaria y sustitutiva del V:cario, dijeron posteriormen-
te los comentaristas que el Obispo y su Vicario General constituían
mismo tribunal, lugar y oficio, a diferencia del delegado. Más ade:ante
aclararemos esta idea. La naturaleza misma del oficio de Vcario es
causa de que se prohiba apelar del Oficial o Vicario judicial a su Obis-
po, no obstante la costumbre en contrario: «ne ab eodem ad seipsum
(cum sit idem auditorium utriusque) appellat:o interposita videatur«
(c. 2, I. I, tit. 4, in VI). Finalmente, de las mismas Decretales puede
deducirse un argumento de analogía a favor del carácter de potestad
ordinaria que se reconoce al Vicario del Obispo. La analogía está to-
mada del Legado del Romano Pontífice, que es su Vicario. La potestad
del Legado Apostólico es orWnaria y Ordinarios se llama a los mismos
Legados (c. 2, 1. I, tit. 15, in VI); luego el mismo carácter debe atri-
buirse al Vicario episcopal. Sin embargo, debemos advertir que este
argumento de analogía no es del todo firme y concluyente en favor de
lo que se intenta demostrar, puesto que hay también autores de gran
autoridad que afirman ser delegada la misma potestad del Legado Apos
tál!co, y en algunos casos ciertamente lo es. No obstante lo dicho, como
después veremos, la cuesam acerca de la naturaleza de la potestad del
Vicario llegó a ser más tarde y por largo tiempo una de las más viva-
mente agitadas entre los decretalistas.

Pero, aunque fundamental y genéricamente (siempre segtin las De-
eretales, que es el punto de vista en el momento presente de nuestro

estudio) la potestad del Vicario coincide y aun es sustancialmente la
misma que la del Ord:nar:o, los textos legales nos permiten apreciar
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importantes diferencias entre ambas clases de potestad. En las Dvcreto-
les se llama Ordinario a aquel que no sólo posee la jurisdicción en razón

de su oficio, sino que además la posee y ejerce en nombre propio, como
cosa del todo propia, mientras que el Vicario tiene la potestad por razón
de su oficio y en este sentido la potestad es propia de el—, pero la
tiene v ejerce a nombre y en sustitución de otro, a quien primaria y
eminentemente pertenece ; por lo cual la potestad del Vicario es menos pro-
pia y autónoma que la del - Ordinario, o, como ensefian BARBOSA (17) y
SÁNCHEZ (18), el uso de la potestad vicaria no es principal, sino accesorio.
Esta primera y radical diferencia es a su vez causa de varias otras. Así,

el Vicario, por su mismo carácter y representación, no puede gozar de
estabilidad subjetiva, aunque l oficio en sí mismo sea estable, sino
que es amovible a voluntad del Ordinario, siempre que exista una causa
justa. Esta especial amovilidad del Vicario aparece, por ejemplo, en los
capítulos I y 3 del libro I, título t8 de !as Decretales de Gregorio IX,
y puede darse aunque se trate del Vicario episcopal llamado perpetuo.
Lo dicho acerca de la naturaleza de la potestad del Vicario explica y
justifica también que sus atribuciones, no obstante ser una mtsma la
potestad de 61 y la del Ordinario, sean más restringidas, bien por la
ley misma, bien por el representado, que las del Ordinario. El Vica-
rio no puede, en, virtud de su oficio, es dec:r, salvo com:siórn especial,
inquirir, corregir, castigar los abusos o remover del oficio. Tampoco
puede, sin mandato especial, conferir beneficios (19).

De cuanto llevamos expuesto podernos va concluir que, si bien as
Decretaies, dado su carácter práctico, no determ:nan si la potestad vica-
ria cae dentro del concepto genérico de potestad ordinaria, suministran
argumentos firmes para apoyar la sentencia de los comentaristas, quie-
nes juzgaron más comúnmente que la potestad ordinaria, en el Derecho
de las Decretales, abarcaba dos especies : la potoitad propia, la vica-
ria. Estas dos espe(3:es tienen de común el ir anejas a un oficio v tienen
de particular, cada una, de ellas, el ser principal y enteramente propia
la primera, y subordinada, a la vez que representativa, la segunda. Pre-
tender adscribir la potestad vivaria a la delegada, juzgándolas como
modalidades dentro de una misma especie, carece de base doctrinal y
no halla fundamentación suficiente en el texto de las Dccretales, aunque
la opinión de las comentaristas, como después veremos, no estuvo acor-

(17) BA111)0SA: De potestate Episeopf, alleg. 54, n: 45.
(1R) SANCIIEZ: De matrtrnanio, 1. III, dispulatin 49. q. 1, n.
(19) 	 l':))). il y 3, I. 1, DI. 13, in VI.
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de sobre este punto. Cierto que ambas se ejercen a nombre de otro,
pero vicaria va permanentemente aneja a un oficio, o mejor, consti-
tuye un oficio, mientras que la cle!egada no forma parte del oficio, sino
que ocompairía a la persona. El concepto de la potestad delegada en
las Decretales merece un examen más detenido, y es lo que ahora va-
mos a intentar.

B) La potestad delegada

Los textos de las Decretales no ofrecen ninguna definid.ón de la po-
testad delegada, pero de ellos podemos fácilmente deducir sus caracte-
res diferenciales. Nota esencial de la potestad delegada es su concepto
de representaoión, por la cual el delegado sustituye y hace las veces del
delegante. «Iudex a nobis delegatus dice ALEJANDRO III—vices nostras
gent» (20). En este punto conm . enen entre sí la potestad delegada y la
vicaria. Para que resalte la diferencia principal entre estas dos formas de
potestad, nos importa conocer bajo qué concepto o título se entendía
concedida en las Decretales la potestad delegada. Este concepto lo ve-
mos desligado de la idea de oficio e implica siempre, por el contrario, la
idea de comisión personal, que generalmente es transitoria, pero puede
ser también permanente. «Ouae tibi ex nostra dellegatione committitur»,
dice ALEJANDRO III (21). De la misma forma se expresa INOCENCIO III
«Quae alicai ex Apostolica delegatione committitur» (22). Tanto la idea
de repres.entación como la de comisión personal aparecen claramente en
las siguientes palabras del Libro VI de Bonifacio VIII: «Ouamvis ali-
rui vices tuas in causa tibi a Sede APostolica delegata in totum corn-
mississe noscaris» (23).

Clases de potestad delegada.—No dirigiremos nuestra mirada al
,examen de las diferencias y afinidades que pueden existir entre potes-
tad dada, mandada y delegada. Esta cuestión, que daría materia para
un sutil análisis en el Derecho romano, carece de interés en el de las
Decrebales, en las que se conservan, es verdad, los referidos términos,
pero sólo como vestigios de antiguas diferencias que en las Decretales
están va superadas y uniformadas. Cierto que algunos decretalistas, como
GONZALEZ ULLEZ (24), se entretienen todavía en perfilar y diferenciar
tales conceptos, pero ello obedece mas al afán de incorporar la doctrina

(20) Deeret. Greg. IX, c. It I. I, llt. 29.
(21) Deeret. Greg. IX, 	 IS, I. I, M. 29.
(22) Deeret. Greg. IX, c. 27, I. 1 1, tlt. 29.
(27) 	 Ctip. 6, I. I. I It. 14, in VI.
(2-4) (3oNzAr.ez TPA-Lez: Comment- 7-1a in 5 libros Decretal., in 1. 1, W. 29, c. 1, t. 14..
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romana a la canónica que al fundamento objetivo que puedan suminis-
trar las mismas Decretaies. Aparte de estas tres formas históricas de
potestad, sólo nominalmente conservadas en el Corpus luris Canonici,
el texto de las Decretules nos sugiere otras divisiones, que no se deben

pasar por alto, s: querernos poner bien de manitiesto, la honda raigambre

que el Codex Iuris Canonici tiene sobre la materia de nuestro estudio

en la antigua legislación canónica. En los :sendos títulos que las Decre-
tales de Gregorio IX, el Libro VI de Bonifacio VIII y las Clentent.nas
dedican al oficio y potestad del juez delegado (25) se hace referencia

mis de una vez a la delegación ad universalitatem causa rum o in 'alum,
en oposición a la especial o singular ; de la delegación y subdelegación
se trata insistentemente, sobre todo cuando el delegado es papal, y, por
último, no faltan menciones claras de la delegación a iure, opuesta a
la delegación ab homine, que es la de uso más frecuente.

La delegación «a iure».

Omitiendo el tratar de las dos primeras clases de delegación, por
no ofrecer dificultad, centramos toda nuestra atención en la delegación
a turc, que ha sido .s:empre, desde el Derecho romano hasta nuestro-
Codex, el caballo de batalla, la figura más imprecisa y discutida de las
especies de la potestad delegada.

En el Derecho de las Decretales hallamos una figura de tipce inter-
medio entre ila potestad que va aneja a un ofic:o y' forma parte de él,
llamada potestad ordinaria, y la potestad que se confiere directamente
a la persona mediante una comi4ión o mandato especial. Esta última po-
testad si,L, llama delegada ab homme y coincide con la potestad romana
alieno beneficio, de la que ya anteriormente hablamos. La figura inter-
media a que nos referimos y única que ahora nos interesa es la pote4
tad que se–tiene por ley; es decir, en v,:rtud de un precepto común v es-
table, pero sin ir manifiestamente aneja a un oficio. Esta realidad o
figura jurídica—llámese como se quiera y sin entrar ahora en su cali-
ficación científica, cuestiones ajenas al texto legal que al presente exa-
minamos—se da en el Derecho de las Decretales como existró tambiért
en el Derecho romano.

Un caso típico lo hallamos en las Decretales de Gregorio IX y se
refiere a la potestad de los Obispos sobre los exentos en materia de
herejía. He aquí las palabras textuales: "Si vero fuerint qui a lego (-floe-

(25) Decrret. Greg. IX, 1. 1, 111.29; Lib. VI Boni!aril VIII, I. I, 11t. 14; Clement., I. I, III. S.
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cestnne iur:sdictionis exempti, so!: subiaceant Sedis Apostolicae potes-
tati, nihilominus in his quae sunt contra haereticos instituta Episco-
porum subeant iudicium et eis in bac parte tamquam a Sedis Aposto-
licae delegatis (non obstantibus libertatis suae prividegiis) obsequan-
tur» (26). Se trata de una potestad que los Obispos no tienen sobre los
exentos en razón de su oficio episcopal, por lo mismo que jurídicamen-
te son exentos, y, sin embargo, la t:enen por ley, n forma permanente
y común a todos los Obispos. He aquí un caso de delegación «a lure», si
bien no faltaron comentaristas de las Decrctales, según después vere-
mos, los cuales aun esta misma potestad la juzgaron ordinaria. Otro
caso de delegación a jure se contiene en el capítulo 13, libro I, título 31,
de las Decretales de Gregorio IX, donde se concede al Metropol tano el
derecho de cast:gar a los canónigos cuando sin motivo y con menospre-
cio dei Obispo se abstienen o cesan a divinis; pero entonces el Metro-
politano obra como Delegado pontificio «tamquam supra hoc delegatus
a nobis», dice Inocencio III. Puede citarse también en confirmación de
la m:sma doctrina el capítulo único, tlibro I, título V, de las C.emen-
tinas, donde claramente se distingue entre la autoridad que el Prelado
tiene por razón del oficio, la cual se llama aquí suya o propia, y la
que Ilene por concesión legal como directo representante dei Papa :
«Dioecesani locorum in non exemptis sua, in exemptis vero Apostoi ca
auctoritate negligentiam super hoc supleant eorumdem.» Lo mismo, im-
plícitamente, se deduce del capítulo 12, libro I, título 31, de las 1*.cre-
tales de Gregorio IX, cuando se dice : «in -nquisitionibus ab eodem
Episcopo, non tamquam delegato.

Los casos de delegación apostólica se multiplicaron posteriorm,nte
por obra del Concilio Tridentino, el cual intentó de este modo reducir
prácticamente los múltiples casos de exención ep simpal, sin menoscabar
teóricamente derecho de exención. Baste citar, por ejemplo, aigunos
„casos: Sessio V, caput 1, 2, de ref.; sessio VI, caput 2, 3, de ref.; ses-
sio VII, caput 8, 14, de ref.; sessio XIII, caput V, de ref.; sessio XIV,
caput 4, de ref. A veces se usó la fórmula «Etiam tamquam, dellegatus
Sedis Aposlolicae», v. gr., en la sessio VI, caput 4, de ref., y en Ea
sessio XXII, caput w, de ref.

Antes de cerrar este apartado sobre la potestad delegada en las De-
cretales, haremos dos observaciones que pueden aplicarse igualmente
a la delegación a iure que a la delegación ab homine. La primera obser-

(26) Deeret. Greg. IX, C. 0, 1. V, tit. 7.
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vación se refiere a la concentración en una persona de la potestad or-
dinar:a y de la delegada. Puede a veces ocurrir que el mismo OrO;nario
sea nombrado también delegado; entonces tiene la jurisdicción por dos
títulos y ostenta una doble personalidad. Esta, acumulación dt ;as dos
potestades puede verificarse o delegando ed superior, por ejemplo,
Papa, en el Ordinario algunas funciones que a este no le corresponden
por razón del oficio, o dándole también en concepto de delegación las
m:smas atribuciones que ya tiene en virtud del oficio. Esta última idea
es la que se expresa con la fórmula: Etiam tainquam delegatus.

La segunda observación general acerca de la potestad delegada en
las Decretales tiene relación con la doctrina sentada en el Ultimo capi-
tulo que en las Decretales de Gregorio IX se dedica a la potestad de t
delegado. En el § 2 de este capítulo se lee : «Ceterum (salva Legatorum
Sedis Apostolicae auctoritate) multi, cui commissum fuerit praedicare
crucem, excommun:care vel absolvere aliquos, dispensare cum irregu-
laribus, vel iniungere poenitentias, diceat haec de cetero aliis deman-
dare: quia non s:bi iurisdictio sed certum ministerium potius commit-
titur rn hac parte» (27).

La razón últimamente alegada es lo que hace a nuestro propeisito.
Las facultades en el texto alegadas se afirma que no implican ejercicio
de jue:sdicción, IO cual respecto de varias de ellas no se ve cómo pueda
admitirse. Claro esta, por ejemplo, que para ,excomulgar o absolver de
una censura es necesaria la jurisdicción. El texto debe, plies, enten-
derse de la mera ejecuciión ; es decir, que el certum ministerium, de que
hab!a el texto, equivale a lo que actualmente llamaríamos: me-rum aut
nudum ministerium, para lo que, ciertamente, no se prec:sa de juris-
dicción.

1V. EN LOS DECRET LISTAS

Los glosadores y primeros comentaristas de las Decretales mantie-
nen el concepto restringido de jurisdicci(M, que los textos canónico&
aceptaron del Derecho romano, lim:tando la jurisdicción a su sentido
etimológico—a iure dicendo—, o sea, al ejercicio de la potestad judi-
cial. Paulatinamente el concepto de jurisdicción se fue ampliando hasta
venir a ser s'nónimo de potestad pública de regimen, comprendiendo en
ella todas sus funciones. Sin embargo, aun a fines del siglo xvIt halla-

(27) Deere. Greg. IX, c. 43, § 2, I. 1, tit. 29.
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mus autores de máxima categoría, COMO REIFFENSTUEL, que conserva-

ron el antiguo concepto de jurisdicción eclesiástica, aunque añadiendo

juntamente el concepto integral, en el sentido en que hoy entiende nues-

tro Código la jur ,sciicción o potestad de regimen. He aquí las definicio-

nes de jurisdicción dadas por A. fREIFFENsTup..: «Iurisdktio est potes,

tas publica ¡uns dicendí... Iurisdictio sicp.k'clem a lure dicendo sive sen-.

tentia secundum aequitatem iurisque regulas ferenda.. Vet, si placet magis

generalem atque omnes iurisdictionis actus sub se comprehenclentem

definitionem ponere, dicas cum PIRHING (tit. de officio iudicis ordinarii,

n. 1, et aliis : est potestas publica circa aliorum regimen et
gubernationem» (28). Hacia mediados del siglo xvill escribió L. FERRA-

RIS su gran repertorio jurídico Prompta bibliotheca, donde se da úni-

camente esta definid:6n : «Facultas alicuius habentis publicam aucto-

ritatem et eminentiam super alios ad eorum regimen et gubernationem.

Est in re communis» (29). Aunque afirma FERRARIS que es doctrina co-

mún, quedan todavía posteriormente algunos vestigios de la noción an-

tigua más restringida. Ya advertirnos que en el Derecho civil moderno

la jurisdicción conserva generalmente su primitivo significado.

Ciñéndonos a nuestro propósito concreto, que en este apartado no
es otro sino la investigación histórica y evolutiva del concepto de po-

testad ordinaria y delegada en los decretalistas, nos interesa examinar

dichos conceptos, ya en su cont(nlido genérico, va en sus principales

y más equívocas modalidades, (-ticI son la potestad vicaria y la delegoda

a hire.

A) Potestad ordinaria

Sobre el concepto genérico de potestad ordinaria los comentaristas

de las Decretales y los posteriores tratadistas del antiguo Derecho canó-

nico no alumbraron rringuna nueva idea sino que explanaron tan sólo

las ideas ya contenidas en los textos oficiales. La idea dominante V ele-

mento esencial de la potestad ordinaria fué desde el principio la vincu-

lación de la potestad a un oficio estable y legalmente constituído, aun-

que, por otra parte,' la existencia actual del oficio dependiese de la vo-
luntad del superior, como, por ejemplo, el nombramiento del Vicario

General. La vinculación permanente de la potestad a un oficio se expre-

saba con diversos términos: vi officii, o jure proprio, IT a veces simple-

(28) RE1FFENSTUEL: lus Canonicutn Univ., t. I, III. 9, § 1.

(29) FERRARIS: Prompta bibliotheca, v. iurisdiclio, n. E
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mente por las palabras: :cgc aut consuetudine. Estas frases unas veces

se empleaban aisladamente, otras, por yuxtaposición. El uso de la se-

gunda locución (iure proprio) creó una grave dificultad para la distin-

ción entre potestad ordinaria propia y v:varia, así como la tercera forma

de expresión hizo difícilmente inteligible la, delegación a iure. Anali-

cemos mas detenidamente cada uno de estos conceptos y sus diversas

formulaeones.

BARBosn define el juez ordinario diciendo que es: «qui iure sui °fli-

ck, dignitatis vel magistratus iurisdictioni vel iuri clicundo praeest» (30).
Aquí se pone como único elemento constitutivo y como nota caracte-
rística única y suficiente la idea del oficio, fuente inmediata de la po-

testad ordinaria. Si la potestad dimana del oficio, aquel que posee el

oficio o de quien es propio, tiene, por lo mismo, la potestad iure suo,
irure proprio y la potestad podrá con toda razón llamarse suya propia.
La idea de vinculación de la potestad al oficio y, por consiguiente, la
idea de propiedad de .la potestad subsisten, según la mente de BARROSA
y de los demás autores antiguos, aun cuando la provisión del oficio no
este prescrita por el Derecho, sino que dependa de la voluntad del Su-
perior. Entonces el oficio se tene, es verdad, por comisión ajena, cx
beneficio PrincLpSs, pero las facultades y obligaciones que constituyen
el oficio, una vez poseído éste, derivan inmediatamente del oficio y se
Cenen lure prope..,o, no por concesión ajena. De la misma manera, la

potestad ordinar:a se adquiere en virtud de la ley, porque sólo la ley,,
y no la voluntad particular del Superior, es la que puede constituir un
verdadero oficio. Bien entendida Ja cláusula ratione offidii, no vemos
inconveniente en que ella sola pueda considerarse como nota suficiente-
mente constitutiva de la potestad ordinaria Pero, así entendida, la dill-
cultad estribará en la explicación y caracterización de la potestad vicaria.
en cuanto subespecie de la potestad ordinaria, particularmente si se.
pretende mantener la actual diferenciación entre potestad ordinaria pro-
pia y potestad ord:naria vicaria. La doctrina antigua, partiendo de la

idea básica del oficio como origen de la potestad ordinaria, juzgó que
ésta, aunque fuera vicaria, debía estimarse como propia del titular del

o ficio. Los autores antiguos admitían diferencia entre la potestad llama-

da simplemente ordinaria y la que llamaban vicaria (que la mayor parte

reducían después a la ordinaria), pero nunca creyeron que la potestad

vicaria dejara de ser propia. Según la doctrina antigua, la jurisdicción

(4i) BAntiosA : C ollertaN en Do et OH in 0? tibru In 1 Deere:al 711,1 , I I 31. IL 3.
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ordinaria puede subdividirse en principal y subordinada o vicaria, pero

tanto la una como la otra, es propia, porque se tiene ratione
Añade BARBOSA en su definición del juez ordinario: «iurisaictioni

vel iurt dicundo pr.;cest». Esta preeminencia significa que el juez ordi-

nar:o «in iurisdictione sibi data prncipailem locum obtineat eamque pro

suo imperio exerceat». He aquí una nueva faceta por la que claramente

se distingue el juez o Superior ordinario del delegado. Pero si ahonda-

mos mucho en esta diferencia„ destacando la principalidad y autonomía

de la potestad ordinaria, nos hallamos nuevamente ante la dificultad (E:

encuadrar la potestad vicaria dentro de :a ord:naria; dificultad que ya
sintieron los decretalistas y que dió origen a largas y encontradas discu-

siones acerca de si la potestad vicaria debía adscribirse a la ordinaria o

más bien a la delegada. Sobre este punto volveremos más adelante. Con-

vienen con BARBOSA en definir la potestad ordinaria por sola su relación

con el oficio muchos otros autores, por ejemplo, SCHMALZGRÜBER (31).

La correlatividad de conceptos que hemos  señalado entre la vincula-

ción de la potestad a un oficio, la propiedad de la potestad y la conce-
srón de la ley se halla expresada en la mayor parte de las definiciones

que, casi con idénticas palabras, nos transmitieron los comentaristas

las Decretales, aunque no podemos afirmar con certeza si la insistencia

algún tanto plagiaria con que los antiguos canonistas acumulan las tres

ideas es precisamente porque las consideran como sinónimas y aclara-

torias unas de otras o, por el contrario, como distintas y necesariamente

complementarias. Nos inclinamos por esta segunda interpretación, aun-

que denote en eximios doctores antiguos alguna superficialidad de jui-

cio y tendencia instintiva a la repetición de conceptos y hasta de pala-

bras, que, después de todo, bien podemos perdonarles, por ser achaque

común a todos los tiempos. Aquí, por consiguiente, citar la opinión de

un autor equivale a transcribir la de muchos otros que la coplian litera.

o casi literalmente. «Ordinaria—dice LEURENIUS—quae competit alicui lure

proprio seu ratione oftrcii aut dignitatis ex lege, canone vel consuetu-

Ane» (32). Poco después de LEURENIUS escribió FERRARIS, definiendo la

jurisdicción ordinaria exactamente con las mismas palabras (33).

Dije anteriormente que los decretakstas admitieron una tercera for-

ma de definir la potestad ordinaria, poniendo como único elemento cons-

titutivo y única nota diferencial la concesión por ley o por costumbre en

(31) SCHMALZGRÜBER: lus Ecelestaslicum UfaVer811171, t I, tit. 31.
(32) LEURENIUS: Forum Ecclestasticum, 1. I, la. 29, q. 671.
(33) FERRARIS: Prompts bibliotheca, V. turisdietts, n. 6.
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cuanto que ésta tiene fuerza de ley. A este tercer grupo pertenece BERAR-

DI, quien, cou e í estilo retórico que sueie emplear, dice iiOrdinariarn

dicimus quae vel ex generali, canonum disciplina, vei ex privilegio quod

vim legis habeat, VC1 ex consuetudine quae legem facile irntatur corn-
petat, iLa ut adeptae potius d.gnitati quam personae dignitatem gerenti
quaesita perpetuo creditur» (34). Así opina también FAGNANO, quien es-
tablece el principio de que la jurisdicción otorgada por ley o estatuto
es ordinaria y aun añade que do es también siempre que se concede ad
universalitatem causarum (35). Comentando REIFFENSTUEL (36) as pa-
labras de FAGNANO, afirma que la sentencia de éste es comparkla por
muchos otros y aun el parece adharirse también a la misma opinión, no
obstante de que su definición de la potestad ordinaria esta concebida en
idénticos terminus que la ya transcreta de LEURENIUS y FERRARIS. En
realidad, lo que REIFFENSTUEL. (1. c., n. 63) no aprueba propia e inte-
gramente es que la potestad de jurisdicción pueda llamarse ordinaria
por el mero hecho de concederse en forma gen(ral o ad universol,tatem
causarum. A pesar de esto, dice, el delegado universal, por lo nismo

que a él puede recurrirse ordinariamente, de hecho parece un juez cAisi-
ordinario.

Descartada la opinión que considera como ordinaria la juriscHicción
sólo por otorgarse ad universalitutem causarum, interesa subrayar el he-
cho de que no pocos autores antiguos, al afirmar i que era ordinaria la
potestad concedida por ley, sentaron un precedente doctrinal que

totalmente la delegacióni a jure, admitida por la mayoría de los co-
mentaristas de las Decretaies. Dichos autores pensaron, sin duda, que
así como la potestad de jurisdicción obtenida por razón de un oficio ee-
ne que ser necesariamente concedida por ley, así también puede decirse
que la concedida por ley proviene siempre de un oficio, ya que la ley,
al conceder una facultad jurisdiccional en forma general Ix estable, no
hace otra cosa sino crear un oficio o aumentar ese conjunto de derechos
v deberes que constituyen un oficio. En este sentido afirmaron, no sin
fundamento , que toda jurisdicción a iure es ordinaria.

Potestad vicaria .

La antigua doctrina canónica sobre el concepto genérico de la. po-
testad ordinaria no die) lugar a hondas divergencias ni a prolongadas

(34) car. SE8. BEIUBDI Commenlarla in lus Eccl. Universum, 1.1, (assert. 	 e. li p. 17.
(35) Pr. FACINANU Commentarla In 11 lib. Decrel., c. "Cum ohm", n. t15, Je matoritote

u bed le n lia.
(".311 	 ItrtFrEN ,Ti EL: J,, 	Canonicum (Hilversum, t. I, III. '.19, 	 I, n.
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controversias. Tampoco disintieron mucho Jos antiguos canonistas so-
bre el concepto esencial de la potestad vicaria y menos todavía se pre-
ocuparon de dar una definición exacta y bien cincelada. En cambio, la
cuestión sobre si la potestad vicaria debía clasificarse como ordinaria

o simplemente como delegada fué una de das más célebes entre los an-
tiguos canonistas y pervivió, mereciendo la atención de los más pre-
claros tratadistas, durante cerca de ocho siglos; es decir, todo el tiem-

po que estuvo en vigor el Derech o . de las Decrebales.

La cuestión acerca de la naturaleza de da potestad del vicario se
planteaba antiguamente lo mismo respecto del que los autores llamaban

vicario a jure seu lege que del vicario ab homine, porque observaron que,

aunque el nombramiento, v. gr., del Vicario General, se hiciera ab ho-

mi.ne , cor el Obispo, al autorizar el derecho común tal nombramiento, el
vicario debía considerarse constituido a iure y su potestad, según la doc-

trina 'alas común, debía tenerse como ordinaria. Esta doctrina, aplicada

concretamente al Vicario General, era verdadera. En lo que los autores

no iban muy acertados era en creer que las facultades del Vicario Gene-

ral procedían inmediatamente del Obispo y sólo remotamente de la ley.

en cuanto que ésta autorizaba o permitía el nombramiento y la concesión

de facultades hecha por el Obispo (37). Mas acertado es afirmar que mu-

rtpis facultades del Vicario General estaban como tambiim ahora in r!,

tán—fijadas ya por el Derecho, y por esto iban incluidas en el oficio y se

tenían en razón del mismo. Este es el motivo de que tales facultades fue-

ran ordinarias y no simplemente delegadas. En cambio, había algunos

Vicarios propia y exclusivamente Lib homine, cuyos derechos podían arn-
pliarse o restr:ngirse sin límite a voluntad del Superior, aunque

obrase con arreglo a la lev que así lo permitía. En este caso era infun-

dado sostener, como no pocos antiguos opinaban, que la potestad de es-
tos Vicarios era ordinaria. Carmiendo tales Vicarios de un oficio objetiva-

mente estable, su potestad no podía ser ordinaria. Eran delegados, aun-

que se les llamase Vicarios. En este sentido se expresan ya Boutx y
WERNIz (38). De lo dicho concluimos que la cuesfón acerca de la natura-

leza de la potestad vicaria sólo puede plantearse con relación al Vicaria

propiamente llamado a iure, no en orden al Vicario propia y exclusiva-

mente ab homine, denominación actualmente en desuso y sustituída por

la delegación «ab homine».

(37) 	 BARBOSA: Co Ile-cl., 1. 1, Ill,. 2, nn. 5, 6.

(35) BoUlx : De ludielis eeel., t. I, p. 370; WERNz: lus Deerelalinni, T. il, n. 445, Ill:
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Aun así delimitada la cuestión, es preciso reconocer que, en lo que se
refiere al concepto y definición de la potestad vicanu, el estudio rea'i.
zado por los antiguos canonistas fué tan superficial que únicamente nos
legaron definiciones genéricas, por las que no podríamos discernir la ju-
risd:cción vicaria de la delegada, a pesar de que, como luego veremos, la
mayoría de los autores admitieron de lleno tal distinción. GONZÁLEZ TÉ-
LLEz nos da esta escueta definición del Vicario : «qui alterius vices
obit» (39). La misma definición hallamos en SciimALz0RC:trua: : ricarras
generalcter ille dicitur qui genii vices ait crus  (40). hay autores que pro
ponen una definición más explicita, pero que no sugiere idea nueva de
importancia. Podemos alegar como ejemplo la que trae PIRIIING : »Se-
cundun ius canonicum, vcarii dicuntur qui legitima auctoritate constitut:
stint ut Episcopi vel alterius praelati, parochi aut cler:ci vices gerant
divinis ministerEs celebrandis vei administratione vel :urisdictione exer-
cenda» (41). En esta definición aparece la distinción general del Vicario,
de que tratan todos los autores antiguos : Vicar.° in divinis y Vicario
zurisdictionis, al que nosotros ahora ún:camente nos referimos.

Es frecuente entre los comentaristas de las Devretales el afirmar que
la potestad ordinaria es la misma en el Superior principal que, en su Ví-
cario, sobre todo en el General, sea gubernativo, sea judicial, o en otras
términos, que ambos ocupan el mismo lugar o constituyen el mismo tri-
bunal, si bien el Vicario debe obrar en no pocas ocasiones con dependen-
cia del principal. En cambio, la potestad del delegado se cons:dera como
distinta del delegante principal. Así se expresan los ya citados autores
SCHNIALZGRÜBER y PIRHING (42). Sobre este punto ya advertí más arriba
que la dependencia dol Vicario respecto del Superior representado o prr:n-

cipal entrarla una no leve dif:cultad si se quiere poder clasificar la po-
testad del Vicario dentro del cuadro general de la potestad ordinaria,
una de cuyas notas distint:vas es la preeminencia y la autonomía en su
ejercicio. Pero los autores antiguos, en su mayoría, no juzgaron decisi-
va esta razón, dando, por el contrario, la primacía a la anexión legal de
la potestad a un oficio, la cual anexión también existe en la potestad vi-
caria y es sufinente para que la potestad sea de alguna manera propia
.(en cuanto aneja a un oficio propio), no obstante de ser ejercida a nombre
de otro, y se ejerza normalmente con suficiente autonomía, aunque no
con entera independencia.

(3,9) UoNzALEz Ttu-Ez: Commentarin in 5 libros Decretnlium, L J, III.	 c. 2, n.
(40) SCHMALZGROBER: lus Eccicsiasticum Univ., t. I, pars IV, lit. 28.
(411) PIRHING: lus Canonicvm, 1. I, la. 28, I.
(42) Su-mm.20'10mi: lus Eccl. Univ., t. X, ars IV, tit. 211 , ,§ I; Pinuirsc, o. e., t. I, Ill. 28,

Jectlo 1, 25.
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La discutida relación de identidad sustancial, al menos genérica, en-
tre la potestad ord:naria y la vicaria reclama un estudio más detenido, ya
que fué en l Derecho antiguo un problema siempre planteado y nunca
resuelto. Efectivamente, aunque en la determinación del Vicario no in-
cluyan los decretalistas sino la idea genérica de sustitución o de suplen-

cia, común al Vicario y al delegado, la d:stinción o no distinción de am-
bos fué una cuestión vieja, pero siempre palpitante, que preocupó a todos
los antiguos canonistas: «vetui quAlestio est quae ingenia canonistarum
exercet», dice DEVOTI (43). Al igual que DEVOTI suelen también los de-
más Tratadistas plantear esta cuest:ón comenzando por afirmar que ,s

muy debatida entre Jos intérpretes. Luego aducen varias razones, no exen-

tas de peso, en favor de la sentencia que defiende ser delegada la potes-

tad vicaria ; y, por último, la mayor parte de ellos se inclina por la sen-
tencia contraria, o sea, la que sostiene que la potestad del Vicario es or-.
dinaria. La cuestión suelen concretarla en el Vicario General del Obispo.

Las razones alegadas en pro del carácter delegado de la potestad vi-

curia podemos condensarlas en los siguientes términos:
i. Dos no pueden tener la misma jurisdicción ; por lo cual, siendo

ordinaria la potestad del Obispo, tiene que ser la del Vicario crstinta, es
decir, delegada. A esto responden los defensores del carácter ordinario
de la potestad vicar;ia diciendo que, si bien es cierto que la jurisdicción,

en tanto que ordinaria, no puede hallarse de manera igualmente
pal en dos persona's, sí puede hallarse en ellas de modo distinto, princi-
pal en una y supletorio o subalterno en la otra.

2) La jurisdicción ordinaria es dada por ley, mientras que la vicaria

es concedida ab homine, v. gr., por el Obispo. Ya dijimos que a esto

responden los contrarios afirmando que por el hecho de permitir y apro-

bar la ley la designación del Vicario ya puede decirse que la misma ley

lo nombra.
3. La jurisdicción ordinaria es perpetua en cuanto que no cesa al ex-

pirar el derecho del concedente ; la vicaria, por el contrario, expira y
consiguientemente, no es ordinaria. La respuesta es que el principio de
la no cesación se verifica cuando la potestad ordinaria es principal, pero

puede cumplirse o no cuando es accesoria o vicaria.
4. Por lo mismo que el Vicario ejerce la jurisdicción a nombre de

otro, y no en nombre propio, siguese que la jurisdicción del Vicario no
es ordinaria, sino delegada. La primera respuesta que se da a esta argu-

mentación es poco diáfana y envuelve alguna peticIón de principio; por-

(C)	 J. Devuri: Insfiltiliontrm Caiwniefirn lii Iv, I. I, L T. tfl. III, .cello IX, 77.
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que se dice que, si se suple a otro en distinto lugar u oficio, la jurisdic-

ción es delegada ; pero, si esto se hace en el mismo lugar, o tribunal, u
oficio, la jurisdicción es ordinaria. Otra réplic,a más lógica es ésta , :

se suple o se actúa a nombre de otro, sin oficio, por 4. m pl e comisión, la
potestad es delegada ; si por razón del oficio, es ordinaria.

Hemos aducido las razones en pro de una y otra sentencia tal como

solían ser presentadas por los antiguos canonistas, cuyo pensamiento in-
tentamos ahora reflejar, no como en el nuevo Derecho podrían exponer-

se. El punto de apoyo más firme en favor de la naturaleza ordinaria de la

potestad vicaria estriba, según ya anteriormente observamos, en su vincu-

lación y procedencia inmediata de un oficio. Pero la cuestión no dejó

nunca de ser oscura; por eso los defensores de la sentencia que atribuye

carácter de ordinaria a la jurisdicción vicaria no suelen negar del todo

probabirdad a la sentencia contraria, sino que se contentan casi todos

ellos con decir que su sentencia es más probable, más verdadera y más

conforme a los sagrados cánones. Esta sentencia no es sólo más común,

sino que además la defienden los más insignes canonistas. Entre ellos po-

demos mencionar a los siguientes: G. DURAND (44), D. CovARRu-
viAs (45), SÁNCHEZ (46), PIRIIING (47), SCHMALZGRÜBER (48), BARBO -

SA (49), GONZÁLEZ Th,LEZ (50) y N. GARCÍA (50, Por lo dicho se verá

lo infundado de la afirmación que sientan •CHELODI-CIPROTrl con estas pa-
labras: "Antiquior doctrina in contrariant (delegatarn) potins smtentiam

inclinabat» (52). Los canonistas antiguos que afirman ser delegada la po-

testad vicaria son citados por BARBOSA (53) y no figuran entre los más

autorizados. Pero debemos añadir que posteriormente no faltaron autores
muy renombrados que volvCron a abogar por el carácter delegado de la po-

testad vicaria. Así, por ejemplo, J. DEVOTI (54), quien es de parecer, aun-

que lo expone haciendo no pocos juegos de equilibrio, que la potestad

del V:cario, incluso la del Vicario General, es delegada, puesto que tanto

la constitución del Vicario General como la mayor o menor extensión de
su potestad penden totalmente del arbitrio del Obispo, y además dicha

(44) 0. DUBAND: Speculum Iuris, 1. 1, p. 1, tit. "De Mlle.° Ordinant", g I, n. 2.
( (5) D. COVARRUMAS: Vartarum resolutionum lib. III, c. 20, n. 4.
(48) SANcHez: ifb. III de matrimonio, (list: 29, q. I, n. 3.

(47) Ptnxtrqa: /us Can., 1.1, lit. H, § 2.
(48) L'Cumst-zcitCee.n: /us Eaci. Univ., t. I, pars IV, tit. 28, § 2, n. 18.
(4V) BAnsos4: Collect. in Ins Pontificium, 1. 1, III. 28, rt. d.
(50) GoNzALEI TÉLLEZ: Commentoria in 5 lib. Pecret.,1. 1, Lit. 28, C. 5, rn.

C.s1) N.	 De benelidis, 5 pars, c. 8, n. 21.
71)	 Cluail)i-cti ,n,Tr!: ¡u• run,riírum	 personis, il. 1'25.
(53) BAHEirSA: De °We. et polestato Episcoporunl, p. 3, alleg. 54, n. 30.

t) 	 J. DEv«v: liolituthmuni Cauoilic , rom IH,rj it, t. I, I. I. lit. 1(1, sec. IX, 77.
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potestad expira al cesar el Ob:spo en su oficio. Por otra parte, del hecho

que el Obispo y el Vicario constituyan un Solo y mismo tribunal—que
es de donde otros autores más antiguos concluían que la potestad de ambos
era la misma, es decir, ordinaria—, DEVOTI saca la conclusión de que,
efectivamente, la potestad es la misma en los dos, pero ordinaria en el
Obispo y delegada en el Vicario. Reconoce, al mismo tiempo, DEvon,
que, n cuanto que el Vicario tiene la potestad propter officium, se puede

llamar ordinaria. Con esta ambigüedad de conceptos se expresa a me-

diados ya del siglo xrx un autor de bien ganado prestigio como DEVOTI
Y podemos decir que no es extraño que los mismos términos tan artifi-

ciosamente manejados durante varios siglos al hablar del Obispo y su
Vicario, como los de unum tribunal, unuis locus, unum off icium, v"nie-
sen, finalmente, a expresar conceptos distintos y aun contrarios, ya que
son términos figurados que distan mucho de representar una realidad

concreta, y por lo mismo pueden aplicarse igualmente a la potestad vica-
ria que la delegada. El P. WERNz (55) sienta todavía más claramente el
principio de que la potestad del Vicario no es ordinaria, sino delegada,
si Wen exceptfla de este principio varios casos, como el del Arcediano, e:

Arcipreste y el Vicar:o capitular ; y hasta llega a afirmar que la diferen-

cia entre el Vicario y el delegado «generaliter vera non est».

B) Potestad delegada

La definicián de potestad delegada o de juez delegado se halla expre-
sada or los clecretalistas con las mismas ideas y casi con los mismos
términos. Dos ideas positivas que flotan s empre en la definición son las
de sustitución, o mejor, representación—alterius vice fungi y la de co
misión—ex commissione alterius--. Contrastando con estas ideas y como
fondo para que destaquen más vivamente, suele ponerse otra idea nega-
tiva, por la que se excluye el elemento distintivo de la potestad ordinaria,

la vinculación a un oficio. Con este sencillo procedimiento positivo v ne-
gativo, digamos de luz y de sombra, se nos da la figura o, más s'mple-
mente, la difuminada silueta de la potestad delegada. Valgan como ejem-
plos estas definiciones. FERRARIS la define : «Delegata est i lia (plain quis
non habet iure proprio sed solum ex commissione alterius, cuius vice
fungitur» (56). Cas: idéntica es la definición que da REIFFENSTUET. del
juez delegado «Iudex delegatus, est qui non habet iur:sdictionem vi

(55) WEILNZ: lus Decretalfum, t. II, n. 5-45,

(56) 1, 1:101An'S: Prompta bibtfothcca, V. urisdictio, n
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proprii officii sed cam excrcct cx lmieficio ci commissione alteriu,s cuius
v:ce fungitur» (57). A veces se consigna expresamente la idea positiva
que señala e: origen de la potestad doiegrida. Así	 : (4)e1(Ilta

est quam quis solum ex commissione vel speciali alterius mandato
bet)) (58). Y hasta alguna rara vez se define la potestad delegada sólo
por su elemento negativo o por su simple contraposición a la ordina-
ria. De esta manera define BARBOSA al juez delegado : «Is qui sine ma-
gistratu officiove aut non habita relation„ ad ilium ittrisdict:o niandata
est» (59) .

La idea de representación que lleva siempre consigo la potestad de-
legada le es comfin con la potestad vicaria y distingue a ambas de la
potestad ordinaria prinoipa/, o sea, de la ordinaria no vicara, ya que
esta última se ejerce no en nombre de otro, s:no , en nombre del mimo
que la posee.

La segunda nota constitutiva de la potestad delegada, que es la idea
de comisión personal, contrapone esencialmente la potestad delegada a
toda clase de potestad ordinar:a, bien sea ésta principal, bien sea subor-
dinada, es decir, vicaria. Y porque lo potestad delegada se tiene por co-
misión personal y directa de otro—alieno beneficio, como decían los ro-
manos—, no en razón de un oficio propio, afirmaron constantemente
los decretalistas que tal potestad no era propia, no se tenia jure proprio.
Al contrario, toda potestad ordinaria radica en un oficio y, por 10 mis-
mo, es propia de aquel que posee el oficio, aun cuando éste haya sido
conferido libremente por el Superior. Puede suceder que una facultad
se confiera, no por razón del oficio como tal y, por ende, no a todos los
que posean dicho oficio genéricamente considerado, v. gr., el oficio epis-
copal, sino al Obispo de tal diócesis, sin nombrar una persona determi-
nada ni referirse a ella. Entonces la potestad se consideraba justamente
como delegada a todas y solas las personas que poseyesen aquel oficio
o dignidad en concreto, y dicha potestad se decía otorgada en razón de
tal oficio o dignidad. Posterlormente, esta delegación se llamó real (6o).

La diferenciación entre la potestad delegada y la ordinaria dió larga
tela de discusión a los antiguos canonistas. Aparte de la diferencia sus-
tancial ya indfcada, los autores hallaron muchas otras, hasta el punto
de clue alguno de ellos—VARANTA--llega a enumerar nada menos

(51)	 ilEIFFENSTUEI.: lus Con. I, nity., L I, in.	 § 2, n. 77.
(5.8)	 LEUBEINEUS: Forum Ece1esiaslicum,1:1, tit. 2 (1 , I. 611.
(59)	 1lÀRBsA r Collect., 1. I, lit. 27, n. '21.
(CO) 	Deertg. Greg. IX, C. 11, I. 1, (IL 29; ilE)FFENSTUEI„ O. C., Ill, VS, § 2, n. 39; \\ ERN?, O. C.,

II, II, 551, III.

7?8 —

Universidad Pontificia de Salamanca



CONCEPTO DE POTESTAD CRDINARIA Y DELEGADA

cuarenta diferencias (61). Posteriormente, los autores señalaron las si-
guientes diferencias principales, que aun actualmente se mantienen. La
primera diferencia se refiere a la potestad de delegar, que ya de antiguo
quedó fijada en la forma reproducida por el canon 199. La segunda, cl.fe-
rencia consiste en que la delegación, por ser un simple hecho, neces,ta
demostración, mientras que la potestad ordinaria, como va inherente al
oficio, se presume tal como corresponde al oficio, si no se prueba su limi-
tación. Es la misma doctrina que establece el canon 200, § 2. Otra dife-
rencia señalaron los autores antiguos, afirmando que la potestad ordina-
ria no se extingue con la muerte o la cesación en el cargo del conce-
dente, exceptuado el Vicario General del Obispo ; por el contrario,
decían, la potestad delegada expira, al cesar el derecho del delegante,
el asunto encomendado está todavía íntegro. En cuanto a la potestad or-
dinaria, el nuevo Derecho está del todo acorde con el antiguo (cáns. 208,

37 1 ). Tocante a la delegada, la legislac:ón canónica ha perfilado la doc-
trina antigua y difiere notabl.emente de ella, como puede verse en el
canon 207. En lo que atañe a la interpretación de la potestad ordinaria y
delegada, los antiguos canonista,s enseñaron que la ordinaria debía inter-
pretarse ampliamente, y la delegada en sentido estricto, por considerarse
odiosa en cuanto que derogaba a la ordinaria. El i,Código de Derecho
vigente reproduce en el canon zoo, § 1, la misma doctrina, pero canoe-
diendo también interpretación amplia a la delegación ad, universitatem
causaran (62).

Entre las varias cuestiones particulares que los expositores del Dere-
cho de las Decretales solían discutir en relación con la misma naturaleza
de la potestad delegada y espeaalmente en cuanto a su distinción de la
potestad ordinaria, son dignas de mención las tres siguientes : primera,
la que se refiere a la potestad llamada ad universitatem causarum ; se-
gunda, la potestad que el Derecho común concede a los Obispos sobre
los exentos; tercera, la delegación a. iure.

La primera cuestión fué más nominal que real. Ya apunté, al hablar
de la potestad ordinarCa, cómo FAGNANO y algunos otros autores opina-
ron que la potestad ad universitatem causarum era ordinaria y no simple-
mente delegada. Pero, generalmente, los autores enseñaron que tal po-
testad era esencialmente delegada, porque no se tenia en razón de un
oficio. Sin embargo, a causa de la universalidad de su potestad,
el delegado, en este caso, dijeron, se asemeja al Superior ordinario

(61) MARANTA: Speculum A Urellin, pars 11 7, (list. 5, n. 23.
(62) 130uix Tractatus de principiis furls Canonici, pars IV, C. VI, § 4, 1, 4.
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en cuanto que ordinaria o habitualmente puede hacer uso de su po-

testad ; por esto hi é llamado cuasi-Ordinario. Superfluo parece decir que
de esta manera lo que se hacía era tomar una misma palabra en dos
acepciones totalmente distintas. Con razón se terminó por abandonar aun

en el ant:guo Derecho una terminología tan impropia y carente de sen-

tido jurídico, de la cual no queda en nuestro Código vestigio alguno,
fuera de la facultad de sulxlelegar en casos particulares, que se concede

al delegado universal, asemejáncloie en esto algún tanto al Superior or-
dinario.

Mucho más grave, más amplia, y también de mayor fondo doctrinal,
fué la discusión promovida en torno a la naturaleza que en virtud del
mismo Derecho ejercían a veces los Obispos, como también ahora, sobre
los exentos. Dicha potestad era ordinaria o delegada?

Los que atribuían a tal potestad cl carácter de ordinaria, solían alegar
los siguientes argumentos : t) La jurisdice/6n dada por ley no es dele-

gada, sino ordinaria. 2) Cuando un Superior goza de potestad ordina-

ria, pero el ejercicio de dicha potestad se halla impedido por un priivile-

gio ; si el privilegio cesa o se suspende, renace la potestad ordinaria. Tal

es, decían, el caso de los exentos. El Obispo, originariamente, tiene
potestad ordinaria sobre ellos, según el principio de que el Obispo puede

hacer en su diócesis, mutatis mutandis, lo que el Papa puede en todo el
orbe. De esta jurisdicción ordinaria quedan después libres los religiosos
llamados por esta causa exentos en virtud de un privilegio. Ahora bien,
si este privilegio cesa total o parcialmente, la situación normal se res-

tablece y, por lo nsmo, 'entra de nuevo en acción la potestad ordinaria

de los Obispos sobre los exentos. 3) El que está ligado por una censura
no puede hacer aquello para lo que antes tenía potestad ordinaria ; pero,
una vez absuelto de la censura, recobra su potestad ordinaria. Lo mismo

debe decirse de la potestad ordinaria ligada o impedida por el priviieg:o

de la exención.

No obstante la fuerza de estas razones, la mayoría de los autores an-
tiguos no vacii6 en sostener que la potestad de los Obispos sobre los
exentos era de hecho simplemente delegada : los Obispos obraban como
delegados de la Santa Sede. La razón fundamental era la siguiente: A
los Obispos se les restituyen algunas facultades sobre los exentos, no
en virtud de si t oficio, cuya potestad, de hecho, no alcanza a los exentos,
sino en virtud de una comisión personal. De esta manera, lo que antes
de la exención podían hacer los Obispos con potestad ordinaria, después
de concedida y nuevamente derogada en parte la exención pueden hacerlo

73) - -
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sólo con potestad delegada. La argumentación, como se ve, presenta pers-
pectivas diversas según el ángulo desde donde se mire. Esto no obsta a

( ue, -n determinados casos, pueda demostrarse con certeza que los Obis-
pos obraban como delegados de la Santa, Sede (63). Los efectos jurídicos
.eran diversos, según que la potestad de los Obispos en estos casos fuese
ordinaria o delegada, v. gr., en cuanto a la delegación o subdelegación y
en orden a la apelación, la cual, si los Obispos actuaban como Ordinarios,
podia dirigirse al Metropolitano, mientras que, si lo hacían como dete-
gados de la Santa Sede, la apelación o recurso tenia que elevarse nece-
sar'amente a la misma Sede Apostólica.

La delegación «a iure».

No existió entre los decretalistas unanimidad de criterio acerca de esta
forma de delegación. Generalmente los comentaristas de las Dccretales
que escribieron antes del Concilio Trident:no no hacían mención dis-
tinta de la delegación a ¡are y ab homine, sino que hablaban sólo de la

delegación en términos generales . Posteriormente, sobre todo desde tines
del siglo xvii, es ya frecuente hablar de esta doble forma de delegación,

si bien no faltaron autores que implícita o explícitamente rechazaron la
delegación «a iure». Implícitamente la rechazaron aquellos que definieron

la potestad ordinaria, conforme ya advertí al hablar de ella, solamente
por el hecho de estar concedida mediante una ley. Hay, pues, antago-
mismo irreductlile entre delegación y «a fare» o por ley. Tal vez creyeron
quienes opinaron de esta manera que la concesión de potestad hecha por

ley implicaba necesariamente la posesión de un oficio, y de esta manera

se asociaban y venian a coincidir los conceptos de ley y de oficio en el

otorgamiento de la jurllsdicción. Pero estimamos que no es preciso buscar
esta coincidencia de conceptos, sino qué podemos interpretar el pensa-
miento de estos autores en el sentido de que ellos intentaban de fi nir la
potestad ordinaria atendiendo sólo a su origen legal, independientemente

del oficio, a pesar de que éste fué, sin duda, para la mayoría de los

comentaristas el elemento esencialmente distintivo entre la potestad ordi-
naria y la delegada. Tamb:én tuvieron que negar lógicamente la posibi-
lidad de admitir la delegación a inre los que defendieron que la potestad

ejercida en algunos casos particulares por los Obispos sobre los exentos

en virtud del mismo Derecho debía considerarse como ordinaria, ya que

(46) SANcHEz: De nuartmonio, 1. 8, d:sp. 2, n. 10; BARBOSA De officio el potestate Eptscopo-
runt, alleg. 92, n. 3; SCIIMALZGRÜBER !us Ecel. Univ., t. I, pans IV, lit. 29, § 1, n. 6.
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la primera razón que para ello alegaban era la de que toda jurisdicciórt
dada por ley es ordinaria.

Pero ya queda advertido que la sentencia favorable a la posibilidad
y a la existencia en varios casos de la delegación a lure fué compartida
por los más autorizados canonistas a0:guos. Algunos incluyen la do-
ble forma de delegación, ab homine y a lure, en la misma definición de
potestad delegada o de juez delegado. Así LEURENIUS (64), quien, al
tratar del juez delegado, emplea estos términos: «ex commissione vel
ipsius vel alterius hominis». Más adelante, los autores hablan ya explí-
citamente de la delegación o de los delegados a lure y ab homine, sin
oponer reparo alguno doctrinal al concepto de la delegac:án a iurc. Tu-
vieron que admitir también la realidad de este concepto en algunos casos
cuando afirmaron que la potestad de los Obispos sobre los exentos cid
delegada, puesto que Sc trataba de casos en que la potestad era concedida
por ley. A fines del pasado siglo, todavía expresaba Bouix la sorpresa
que a primera vista podia causar el hecho de que no se considerase corno
ordinaria la jurisdicción a iure ; mas, a pesar de ello, el mismo autor daba
una respuesta categórica a favor del carácter delegado de dicha potestad.
He aquí sus palabras: "Minim videri potest aliquam iurisdictionem dari
a jure seu a legibus ecclesiast:cis et tamen non esse ordinariam sed dele-
gatam tantum. Tamen reputatur et est revera delegata tantum quando
jus illam tribuit, non ratione offic:i sed specialis commissionis. Et sic
Episcopi in multis constituti sunt a jure delegati Sed:s Apostolicae» (65).

V. EN EL CÓDIGO DE DERECHO CANÓNICO

Nuestro propósito, en esta última parte del ensayo histórico doctrinal
que vamos perg-efiando, no es el de reproducir, ya en síntesis, va en
forma de ampl:ación, toda la doctrina post-codicial sobre el concepto
-potestad ordinaria y delegada, sino tan sólo lo que más puede inteiesar
científicamente, que es ver cómo han cristalizado en el Código y -n la
doctrina canónica aquellos conceptos que venían plasmándose variada e
indecisamente desde las Pandectas hasta nuestro Código.

A) Potestad.—Al recorrer la última etapa de la evolucIón legislativa
y doctrinal acerca de la potestad ordinaria y delegada, la prina.ra obser
vación que salta a nuestra vista es ■la que se refiere at concepto mismo de-
jurisclicción, la cual no entiende nuestro Código en el sentido restringdo-

(64) LEURENICS: Forum Feel., I. I, Ill. 29. q. 672.
(66) Holm( : Tracedus de priacipiis loris Canonici, pars IV, c. VI, § 4.
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en que la usaron el Derecho romano y las Decretales, o sea, como sinó
nima de potestad judicial, sino en sentido amplio y total, comprendien-
do todas las funciones de la potestad pública : da legislativa, .a judicial
y la ejecut:va. Como ya anteriormente notamos y expresamente se con-
signa en el canon 196, en nuestro Código los términos de potestad pú-
blica y potestad de régimen o de jurisdicción tienen el mismo significado.
En esto, al igual que en otros muchos puntos, el Cód:go re.ogi6 ios
frutos ya sazonados de la doctr:na lentamente elaborada por los decreta-
listas. Con todo, como ya advirtieron no pocos autores y últimamente
ha declarado la Comisión de Intérpretes (26 marzo 1952), las prescrip-
clones canónicas sobre la potestad ordinaria y delegada deb: n, en gene-
ral, aplicarse a la potestad privada o domCnativa, a no ser que la natu-

raleza del asunto o del texto legal se opongan a ello.

B) Potestad ordinaria.— «Potestas iurisclictionis ordirviria—dice cl
canon 197, § t. ea est quae ipso jure adnexa est officio.» No vamos a
detenernos a explanar el sentido de esta definición, que ptN,k verse ex-
plicada en cualquiera de los Manuales de Derecho canónico, ni siquiera
nos detendremos en señalar las divergencias, no muy notaolcs, que
bre algunos puntos dA:den a los autores. Nuestro intento ahora es hacer
una rápida confrontación entre el Derecho vigente y el Dere hho antiguo,

romano b canónico, para ver hasta qué punto la actual legislación es tri-

butaria de los antiguos cuerpos legales o de la antigua doctrina. La

comparación con el Derecho romano ya queda esbozada en la primera
parte de este trabajo. Resulta de lo allí expuesto que la jurC.stEcción or-
riinaria de nuestro Código comprende no sólo la jurisdicción adquirida
según el Derecho romano iure magistratus o more maiorum, sino ade-

más la specialiter tributa. Comprende as mismo la denominada jure suo
y aun con ésta puede decirse que guarda nuestra potestad ordinaria más

íntima relación y de ella tiene más directa dependencia.

Por lo que toca al Derecho de las Decretales, podemos decir que la
noción de potestad ordinaria se halla mucho más clara y perfilada en el
Derecho nuevo que en el arifguo, no sólo porque el CM:to nos da in-
cluso una definición exacta de la jurisdicción ordinaria, que en vano bus-
caríamos en el Corpus luris Canonidi y documentos posteriores, sino
porque, en las Decretales y en la doctrina de los autores que las comenta-

ron, la potestad onTnar:a, además de ir aneja a un oficio, se conside-

raba como propia de quien la poseía, con lo cual, según ya observamos,
se creó una no leve dificultad para poder clasificar como ordinaria la po-
testad vicaria. El Código ha superado el obstáculo poniendo sólo de re-

- 733 —

Universidad Pontificia de Salamanca



MARCELINO CABREROS DE ANTA

lleve en la potestad ordinaria su vinculación legal a un oficio. Nuestro

Código vigente divide la potestad ordinaria en propia y vicaria (ca-
non 197, § 2). Esta división de la potestad ordinaria, tal como está

formulada en el canon 197, ha sido introducida por el Código, aunque

implícitamente, pero sin denominación precisa, ya la admitieron todos

aquellos que atribuyeron el carácter de ordinaria a la potestad de los Vica-

rios. La jurisdicción de éstos aun admitiendo que era ordinaria se con-
sideró como subordinada y se contraponía a otra clase de jurisdicción

ordinaria, la cual por su naturaleza o al menos por el modo de ejer-

cerse era principal. A causa de esto y porque además en la antigua doc-

trina canónica, toda potestad ordinaria se tenía como propia, la denomi-

nación que en el Derecho antiguo podía darse, y la que de hecho algu-

nos dieron a la clivisión de la potestad ordinaria, era la de ordinaria

principal y ordinaria subordinada o vicaria. Esta denominación y el mis-

mo concepto que expresa, tal vez responda a la realidad más exacta-
mente que la actual división de la potestad ordinaria en propia y vicaria
puesto que, radicando toda potestad ordinaria en un oficio que es pro-

pio de quien lo posee, toda potestad ordinaria, aun la que va aneja al

oficio de Vicario o suplente, es propia del fitular del oficio, 10 cual no
impide que unas veces sea principal y otras subordinada, seem la diver-
sa naturaleza y finalidad de los oficios. Por el hecho de que la potestad

vicaria se ejerza en nombre de otro no deja de ser propia del Vicario, sit

bien la ordinaria que se ejerce además en nombre propio es doblemente

propia, por razón del oficio y por razón del modo como se ejerce.

Los tratadistas del antiguo Derecho emplearon algunas veces la di-

visión de la potestad ea propia y Viciaria, pero err un sentido muy diver-

so, corno división de la potestad eclesiAstica en general. «Iurisdictio vero

ecclesiastica—escribía WERNZ—subclivi(Ctur in iurisdictionem propriam et
vicariam. Prior vocatur potestas qune connaturaliter sequitur ipsain exis-

tentiam Ecclesiae ut verae societatis perfectae atque exercetur ab Ecelesia

nomine proprio ut in foro stto... Altera vero potestas dicitur illa quae

Ecclesiae concessa est vi specialis commissionis atque exercetur al) ilia
ut in foro Dei» (66).

Ai dividir nuestro Código la potestad ordinaria en propia y 7 , 1Carin,

queda, resuelta de plano la antigua controversia sobre si la potestad vi-

caria era ordinania o simplemente delegada. Sin embargo, aun hoy

no basta atender solamente a la denominación de Viciirio para concluir

(be) WEnNz: lus Deeretatium, t. II, n. 3, IV; SuAnEz: De nfrtute et statu rellgIonis, trdcas,
tus vi, 1. VI, C. Ix, n. 18.
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que la potestad es ordinaria, puesto que a veces bajo el nombre de Vi-
cario se designa al que es un mero (1614:Tad°. Es preciso ver si en real.-
dad la jurisdicción va unida establemente en virtud de la lev a un ver-
dadero oficio, aunque representando este, en el caso del Vicario, una
función supletoria.

La otra controversa antigua, tan porfiadamente debatida, acerca del
carácter de la jurivdiccián que los Obispos ejercen excepcionalmente so-

bre los exentos, ha quedado también resuelta por el Código, y lo ha sido
en contra de la opinión más comtin de los doctores antiguos, que creye-
ron dicha jurisdicción delegada «a, jure». Del modo como el Código con-

cede en algunos casos a los Obispos jurisdicción sobre los exentos (v. gr.,
cáns. 512, § i , n. 10; 603, § I ; 1.261, § 2; 1.491; 1492) se deduce que

la jurisdicción episcopal es en estos casos ordinaria, puesto que va aneja

por el Derecho al oficio como tal, y por lo m:smo la anexión perdura
siempre y en todas partes. Este cambio de doctrina lo advirtió primera-
mente el P. MAROTO (67), V lo han reconocido los demás autores. Lo
que no juzgamos incuestionable ni mucho menos es la afirmación del

mismo MAROTO, de CORONATA (68) y de otros, quienes añaden que la

jur:sdicción de los Obispos sobre los exentos es ordinaria, pero vicaria,

no propia, por no pertenecer a la naturaleza del oficio episcopal, sino
ser más bien algo extrínseco y superpuesto por la ley. Pero cabe pre-
guntar: si la potestad de los Obispos sobre los exentos es vicaria, en

nombre de quien la ejerce? No directamente en nombre del Papa, porque

ello es innecesario, ni menos en nombre del Prelado religioso, quien, al

contrario, al ejercer la potestad episcopal, sustituye y hace las veces del
Obispo, al que por ley general y precedente, como por natural exigem.ia

de su cargo pastoral (si expresamente no hubiera sido limitado) corres-
pondería ejercer.su potestad también sobre todos los religiosos de su dió-

cesis. Pues bien ; sabido es que tinicamente la idea de sustitución de otro

es la que distingue la potestad ordinaria vicaria de la propia. Querer dis-

cernir cuándo la potestad vinculada por ley a un oficio pertenece a la

naturaleza del oficio o, por el contrario, es algo extrínseco al mismo, es
cuestión muy dificil y hasta diríamos imposible, pues la naturaleza del

oficio es jurídica, o sea, constituída por la ley.
También ha pasado a ser ordinaria ; en la disciplina vigente, la ju-

risdicción que los Obispos ejercían en otros diversos casos tam quam De-
legati Sedis Apostolicae, o bien, segán otra fórmula, et'iarm tam quam

Delegati Sedis Apostolioae. La razón es porque, indudablemente, la po-

(67) MAROTO : Insiilutiones lurts Canonici, n. 899.
(68) MAROTO, O. C., II. 699, 8; COBONATA 1//41/I/timies 	 's Con., eti. `..4, vol. I, n. 285, 2.•
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testad de los Obispos en estos casos va unida por el Có&go al oficio

episcopal y por lo mismo es ord:naria. Muy acertadamente ha supri-

mido el Código las antiguas fórmulas de delegación pontificia concedida

por ley general; pues, si manifiestamente no se declara lo contrario, se

entiende que tal potestad va otorgada no a la persona, sino al oficio (69).

Ms difícil nos parece precisar la naturaleza de la jurisdicción cuan-
do un inferior, v. gr., el Obispo, dispensa, por concesión general del
Derecho, en Las leyes emanadas del Superior. Afirma MAROTO (70) que

esta facultad de d:spensar en las leyes del Superior era considerada antes

del Código como ordinaria vicaria, y esta misma doctrina parece él apro-

bar en el Derecho vigente, aunque no sin vaciladiones, puesto que des-

pués, en el número 705, B, dice : «item ex delegatione a iure dic,endum

est agere quilibet inferior dispensans in lege Superioris, saltem si infe-

rior :pse officio careat». La antigua doctrina es también en la actual-

dad comúnmente admitida, aunque no faltan algunos autores, como des-

pués veremos al tratar de la delegación a jure, que juzgan como delegada

la potestad con que el inferfor dispensa de la ley dada por un Superior,

aun cuando la potestad se tenga en virtud de una ley.

C) Delegación «a ¡lire»

El Códig-o de Derecho Canónico define con riguroso laconismo la po-

testad delegada, diciendo escuetamente : «delegata quae comrnissa est
personae)) (can. 197, § 1). Ya expusimos, al hablar de la potestad clele-

gada en el Derecho romano, la relación conceptual y de procedencia gu.

exíste entre la jurisdicción mandada «alieno beneficio» y la delegación ca-

nónica. En el Derecho de las Decretales, como en el romano, la idea

mlis destacada y característica de la potestad delegada es la de repre-
sentacion ma'terius vices gerere», sin que fuese desconocida la otra idea

de comisión person41. Por la prevalencia de la idea de representación,

los comentaristas de las Decretalos hallaron tanta dificultad en distingu r

la potestad delegada de la vicar:a. El Código de Derecho Canónico, acep-

tando el punto de vista elegido ya anteriormente por no pocos decreri-

listas, pone en primer término y aun explícitamente sólo menciona I»

idea de comisión personal, contrapuesta a la anexión al oficio, propia

la potestad ordinaria. La representación de otra persona es una idea co-

mún y accesoria que acompaña lo mismo a la potestad delegada quo

(69) Ur. canon 309, § 4, del que se hablará lespuCs
(70) MAnoTo, L. c., n. 69 ,9, 7.
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a la ordinaria cuando ésta es vicaria. Prácticamente puede decirse que es

potestad delegada toda aquella que no es ordinaria, ya que la división

canónica de la potestad en ordinaria y delegada es adecuada o exhausti-

va, y por lo mtsmo basta que a la jurisdicción le falte alguno de los tres

elementos necesarios en la jurisdicción ordinaria (anexión, oficio, ley),
para que deba tenerse como delegada, aunque man:fiestamente no apa-

rezca la idea de representación.
Por impl:car siempre, de alguna manera, la potestad delegada la idea

de representación y aparecer ésta más clara y concretamente en la dele-

gación ab honvine, se consideró ésta como prototipo de la potestad dele-

gada, tanto en el Derecho romano como en las Decretales. Y lo mismo

sucede ahora en el Derecho canón:co, hasta el punto de discutirse si la

delegación «a iure» es o no admitida en el Código. La cuestión no carece

de importancia, ya como última fase de una larga evolución que culmina

en nuestro Codex, ya por la misma naturaleza sustantiva y científica de

la cuestión, y también por las consecuencias juríd.cas que de ella se de-
rivan. Y al decir esto, tenemos que manifestar nuestro disentimiento de

los que afirman tratarse de una cuestión meramente nominal. Así opina

ROBERT!, con estas palabras: «D:stinctio inter potestatem ordinariam et

delegatam a jure quoad Codicem est mere theoretica et supervacanea» (71).

Lo mismo vienen a decir REGATILLO y EICHMANN (72). Pero esto, que

puede afirmarse de la delegación concedida por Derecho pontificio, no

vale igualmente respecto de cualquiera delegao:ón a jure. Así, por ejem-

plo, la potestad delegada por ley episcopal podría subde4egarse tan sólo

en casos particulares, mientras que la potestad ordinaria puede delegarse

habitualmente. Y en cuanto a la ,aPeiación contra el delegado, no todos

admiten que haya de elevarse al Superior del delegante, ante el cual Su-

perior ciertamente habría de proponerse la apelación contra el Vicario

judicial.
La evolución de la llamada delegación a iure en el Derecho canónico

sigue una linea paralela a la que mantuvo en el Derecho romano. Ya ex-

puse en la primera parte de este trabajo que, según la doctrina de los

jur:sconsultos clásicos, la jurisdicción specialiter tributa, o sea, la otor-

gada por ley, no se consideraba vinculada al oficio de magistrado ni era

propia, sino mandada o delegada. Mas posteriormente, los comentadores

del Derecho común equipararon la potestad concedida or ley a la ob-

tenida en razón del oficio o jure magistratus y la juzgaron propia del ti-

(71) ROBERTI: De Processibus, ed. 2.. (Rome, 	 n. 142, H, 5.
(72) REGATTLLO: Institutiones luris Can., vol. I, n. 358, nota 2; EtcRataNN: Manual ðe Derecho

Ka, trad. de T. (3. Prig!Ari, t. I, § 54, I, a...
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tular o como ordinaria, en el sentido actual de la palabra. En el Dare-
cho canónico, la sentencia más común admitió siempre, sobre todo desde
el Concilio Tr:dentino, una clase de jurisdicción concedida por lev, ia
cual no integraba oficio alguno y que por esto se llamó dulegada ture».
Pero, modernamente, desde la promulgación del Codex, se ha plantea-

do insistentemente el problema sobre la existencia de la delegación
ire» en el mismo Código. Con ello no se pretende negar la posibilidad

de la delegación «a jure», siquiera en cuanto a los efectos jurídicos, ni su
real existencia fuera del Código, siempre que el Superior intente clara-

mente conceder la jurisdicción mediante una ley sin anexionarla a un
o ficio eclesiástico, de tal manera que forme parte constitutiva de él.

lo reconocen aun los autores que niegan la exl:stencia actual de la dele-
gación a jure en el Código. «Haec autem—dice ROBERTI—non prohibent

quominus novis legibus aliae facultates concedantur, quae peculfariter
tribuantur atque dicantur et sint delegatae a iure... Saepe quoque occu-

rrunt iure particular:, v. g. pro confessariis, vicariis paroecialibus, etck-

tera (73). La, razón es porque depende de la voluntad del Superior, tanto
la concesión de la jurisdicción como el modo de concederla. Sin embargo,
atendida solamente la naturaleza de la ley (can. 145), decirnos que toda
potestad de jurisdicc:Ón concedida por ley va por el mismo hecho uni-

da y aun forma parte de un oficio quc. si ya existía, se amplía más en
virtud de la ley, y si nu ex:stia o a nueva facultad no es anexionable a
él, por ser de naturaleza y finalidad d:stinta, se crea de nuevo. La volun-
tad contraria del Superior por la que se concede mediante ley alguna ju-
risdicción, mas sólo en forma de comisión personal, aunque universal y
permanente, nu se presume. Pero, si 0:ertamente existiese dicha volun-
tad, debe admitirse su valor, al menos en cuanto a los efectos juridicos,
que seran los que normalmente acompañan a la potestad delegada, no a
la ordinaria (74). Decimos : al menos en cuanto a los efectos fturidicos,
porque, realmente, aun en este caso, la jurisdicción, por su intrínseca
naturaleza, creemos que es ordinaria, ya que la ley, al conferir la jurisdic-
ción, crea ipso facto el oficio.

Delimitado así el ámbito de la cuestión v fijado su propio sentido,
tornemos al problema central que en esta última parte d:scutimos, k
existencia de la delegación «a jure>) dentro del mismo Código, no su exis-

tencia o posibilidad en leves poster:ores, aunque las dos cuestiones se
interfieren no pocas veces y algunos de los argumentos que se aduoen.

(73) H0111.14TI: De processibus, vol. 1, 11. 1 42, II, 5.

7 4 ) UT. L. RoDnicio: Praefretiones TheutogiCo-Moraie$, H. 4 , ola 13.
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para resolver la primera cuestión de hecho rozan bastante y aun prejuzgar)
la cuestión abstracta de Derecho, una vez prefijadas las actuales nociones
canónicas de potestad °rd: naria y delegada.

i. Sentencia afirmativa.—Pespués del Código, una gria,n mayoría
de autores, siguiendo las huellas de los antiguos canonistas, defiende 'a
pervivencia en el mismo Código de la delegación «a jure», aunque discre-
pan entre sí al enumerar los casos de dicha delegación, así como también
al buscar la fundamentación racional de su doctrina.

La sentencia favorable a la admisión en el tCódigo de la delegación
«a iure» se propone bajo dos formas : unos admiten, como posible o cornu
necesaria, la delegación a iure, tanto a favori de los que poseen un oficio ,

como de los que no lo poseen, nt:entras que otros sólo la admiten respec-
to de los que carecen de oficio.

Los que conceden la delegación a jure a quienes poseen un oficio par-
ten del concepto y ámbito propios de cada oficio, los cuales deben estar
en armonía y supeditarse al 1:11 general propio de cada uno de los oficios.
Todo aquello que no puede ordenarse al fin de cada oficio o no está de
acuerdo con su propia naturaleza no puede formar parte de ese oficio y
tiene que ser algo superpuesto, es decir, algo que más que inherente al ofi-
cio va encomendado a la persona que posee el oficio, en otros términos,
una facultad delegada que, si lo es por ley, como sucede con las facultades
otorgadas por el Código, será delegada a jure. Los principales casos que
se alegan de delegación a iure en esta primera forma son los siguientes :
cánones 8i ; 83; 309, § 4; 476, § 6; 822, § 4; 899, § 3 ; 990, §, ; 1.043-
1.045 1.245, § 1; 1.368 ; 1.402, § ; 1.603, §2 ; 2.237. Ya queda indicad -)
que los autores d:fieren alpin tanto entre sí en la citación de los cáno-
nes. Entre los autores que defienden esta sentencia pueden citarse :
WERNZ-VIDAL, MAROTO, REGATILLO, CAVIGIOLI, STOCCHIERO (75).

Esta primera teoría adolece de clos defectos principales. El primero
es la dificultad de conocer, precisar y coordinar la naturaleza, fin y ám-
bito de cada oficio. Cierto que no podemos imaginar la existencia de un
oficio monstruoso, con fines y medios contrarios entre st. Pero podemos
descubr;r en cada oficio eclesiástico un fin suficientemente alto y genera;
para comprender en él una gran variedad de facultades, es decir, de me-
dios tendentes a la consecución del fn, sean estos medios principales o
secundarios, sean exclusivos de ese oficio o comunes a varios y aun tal

(75) WERNz-VioAL: lus Canon icum, De personis, n. 388; AlAuoTo: Instilutiones turfs Can.,
an. 899, 10, y 705, 13; REGATU1.0: InSiitutiOnes 1. C., vol. I, n.13.58; CAVIGL101.1: Marmots di Diritta
CL, p. 233; STocCHIEuo: De Jurisdictione vicariorum paroecialium, "lus Ponlificlum", XI 01931),.
pp. 10-150.

— 739 —

Universidad Pontificia de Salamanca



MARCELINO CABRERQS DE ANTA

vez más propios de otro oficio. El hecho mismo de que el Código atribu-

ya a un oficio o simplemente a una persona diversas facultades significa y
prueba que esas facultades no son antagóli.cas entre sí ni van contra el
fin a que se ordena el oficio de que la persona esta investida, sino que
conducen a la mejor rea:ización del fin.

El segundo defecto de la teoría que ahora examinamos es más grave
todavía. Consiste en suponer que entre las diversas leyes espare.das en el
Código que van modelando un mismo oficio, unas lo constituyen y otras

no, como si unas fueran orgánicas y otras sólo complementarias o tran-

sitorias. No es así, 9:no que las leyes canónicas tienen todas, jurídicamen-

te, la misma categoría y el mismo valor. Todas cooperan a la formación

del oficio, porque la estructura del oficio eclesiástico, salvo el derecho &-
vino, depende de la ley canónica. Sólo habría de exceptuarse, al menos en
cuanto a los efectos jurídicos, el caso en que la ley canónica claramente
expresase que la facultad se concede con carácter de delegada.

Los autores que admiten en cil Código la de,egación (fia jure» concedi-
da a iuienes poseen un oficio, con mayoría de razón la deben admir r en
los casos en que la jurisdicción se da a quienes carecen de oficio eclesiás-
tico.

Hay otros autores que afirman la existencia en el Código de la dele-
gación «a jure», pero en forma mas restringida. Reconocen estos autores
la debilidad de la posición anterior, o sea, la teoría que afirma existir en
el Código la delegación a iure conced:da a quien posee un oficio. Por esta

causa juzgan que toda potestad concedida por el Código al titular de un

oficio viene a formar parte del mismo oficio y, consiguientemente, es or-

dinaria. Sostienen, por el contrario, que la potestad concedida por el Có-

digo a quien carece ale oficio tiene que ser delegada «a iure», coinciden -

do en este punto con los propugnadores de la primera sentenc a. Los
casos principales de délegación a iure que se citan en esta segunda hipó-

tesis son los siguientes: cánones 209; 468, § 2 ; 518, § 1; 522 ; 523

881-883 ; 899, § 3; 990, § 2; ¡.044; 1.045, § 3; 2.247, § 3; 2.253,

2.254, §§ I , a; 2.290. Son partidarios de esta última sentencia VER-
MEERSCH, CORONATA, CAPPELLO, CLAEYS-SIMENON, VIDAL (76).

Contra los que propugnan la existencia de la delegación «a ;we» siem-
pre que el Código concede una potestad jurisdiccional a quien carece de
oficio, puede argumentarse partiendo de lo que ellos mismos admiten. Si

(76) VERMEERSCH : Epitome furis Can., bd. 6, n. 314, 3; CORONATA : InStiilltiOries I. C., OCI. 3,
n. 285, 2. 0 , 3.0 ; C.APPELLO : Summa turfs Can., 1, n. 254, 3, nazi 3; CLAEYS-SIMENON : Manuals lulls
ean., n. 354; WE.nrz-VIDAL: lus. Can., II, De personts, n. 888.
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es cierto, según ellos reconocen, que las leyes canónicas dadas a favor de
quien posee ya un oficio producen inmediatamente el efecto de ampliar y
completer el oficio, anexionándole una nueva facultad, ¿ por qué otra ley
también canónica, impuesta a quien carecía de oficio, no ha de producir
el mismo efecto, ya que, jurídicamente, lo mismo se requiere para amplia r

un ofcio que para crearlo de nuevo? La ampliación de un oficio no es
otra cosa que una creación parcial y superpuesta. Por tanto, dondequiera

que haya una ley canónica otorgando establemente potestad de jurisdic-

ción, allí aparece un oficio nuevo o la prolongación, de otro ya existente.
No es, pues, lógica la posición de quienes, admitiendo que toda potestad
concedida por el Código a quienes poseen un oficio es ordinaria, niegan

este mi smo carácter a la jurisdicción otorgada por el Código a quienes

carecían de oficio. Después veremos las razones directas que se oponen,

en todo caso, a la existencia de la delegación «a jure» en el Código.

2.* Sentencia negativa.—Son ya varios los canonistas que se han
declarado en contra de la delegación «a 'bum» en el Código de Derecho
Canónico, y algunos de ellos lo han hecho en estudios especiales, donde
con toda ponderación se han examinado los argumentos en favor y en
contra de la solución negativa (77). Nosotros nos adherimos a la opinión

que niega la existeneia de la delegación a jure en el Código, no sin haber

pasado por un estado de perplejidad, en el que más de una vez nos sen-
tíamos inclinados hacia la sentencia afirmativa y tradicional. Para citie el
lector pueda juzgar por si mismo, damos a continuación, resumidos, los
argumentos principales que los defensores de la sentencia negativa han
ido elaborando y cuya fuerza nos parece mayor que la de los aducidos

comúnmente a favor de la permanencia en el Código de la delegación

a hire.
Primeriamente, la evolución ya iniciada en el Derecho romano, en el

que la delegación a iurie o specialiter tributa fué poco a poco transfor-

mándose hasta convertirse en jueisdicción ordinaria. La evolución se ha
completado en el Derecho civil moderno, donde no sólo ha desaparecido
la delegación a jure, sino que apenas queda rastro de la delegación ab
homine. El Derecho canónico no ha podido avanzar hasta el mismo ex-
tremo, porque su especial naturaleza y las gravísimas y urgentes necesi-

dades espirituales a las que debe subvenir hacen necesaria, la facultad de
delegación. Por esto se mantiene la delegación ab homine. Pero la natu-
ral evolución del instituto jurídico que estudiamos no es de extrañar que

(77) ROBERTI, que es uno de los partidarios de la sentencla negativa, OA en favor de ella

O. c., p. 418, nota t) a los siguientes autores: STUTZ, BILLING, CLAEYS-SIMENON, ClUECI y GLAT.
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se dejase sentir parcialmente en 'la redacción de nuestro 'Código, despren-
diéndose de el la delegación «a iure», en favor de la cual no miEtan las
rezones o conveniencias que acabamos de apuntar y de la que apenas
queda algún que otro levísimo vestigio literal.

No puede desconocerse o rechazarse, sin más, la fuerza probatoria que
tiene otro argumento deducido del silencio del Código respecto de la
delegación «a 'iurle», y aun creo que este argumento no ha sido conve-
nientemente desarrollado, por no haberse puesto de relieve las incon-
gruencias a que este silencio llevaría, de admitirse la delegación a jure.

Cierto que no es incumbencia del legislador dar definiciones v divisiones

—lo cual se deja para los que profesan la cienc:a jurídica—, sin embargo,
nuestro Código las da o sugiere con harta frecuencia, como apirece en
esta misma materia de la potestad ordinaria y delegada (cAns. 196 SS.). Y
por esto mismo es significativo que no se aluda siquiera a una cuestión

tan debatida como la distinción entre potestad a jure y ab homine. Lo

más grave y sintomático es que no se menciona la potestad delegada
«a iure» cuando debiera hacerse referecia a ella para que la prescripción

canónica adquiera verdadero y pleno senfido. Así, por ejemplo, en el
canon 200, § 1, se dice que «la potestad de jurisdicción ordinaria y la
delegada para todos los asuntos se ha de interpretar en sentido amplio, y
cualquiera otra en sent:do estricto». Seem esto, de existir la delegación

«a jure», siempre que ésta no se diese para todos los asuntos habría de
interpretarse estrictamente ; lo cual no parece justificado, porque la ley

que concede una potestad delegada no contiene una excepción de otra ley,

sino un prilegio praeter ius y favorable al bien común (cAns. 19, 66).

En el § 2 del mismo canon 200 se dice : «A quien afirma ser delegado,

le incumbe el deber de probar la delegación». Como aquí no se clistingtic

entre delegación a jure y ab 'tontine, esta prescripción debería aplicarse a
ambas ; pero se comprende que el deber de probar la delegación conce-

dida por ley es superfluo, ya que la ignorancia de la ley generalmente no
se presume (can. 16). Esto indica quo el legislador no pensó en la existen-

cia de la delegación «a iure». Más elocuente es todavía el silencio del ca-
non 207, § 1, respecto de la delegación a jure. En este canon se habla de
la cesación de la potestad delegada, pero de tal forma que, o nada se dice

de la cesación de la delegación a jure, o, si al ella se apl:can las palabras

del Código, hay que dar a estas palabras un sentido del todo incongruen-

te. Nueva prueba de que el Código ha prescindido ya de la delegación

.a ifaire y sólo :ntenta referirse a la delegación ab homine.
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El tercer argumento contra la delegación a iure se deduce del con-
cepto mismo de oficio eclesiástico. Ateniéndonos al canon 145, puede
afirmarse que cuando existe potestad de juriscfcción concedida por ley,

o sea, en forma objetivamente estable, hay un oficio eclesiástico, sea pon-
tificio, sea episcopal, y la potestad que integra dicho oficio es ordinaria ;

loCual equivale a decir que actualmente, según el 'Código, la llamada po.-
testad a jure es simplemente ordinaria, salvo declaración manifiesta de'
Superior, en el sentido va anteriormente explicado. El Código, en reali-

dad, no hace nunca tal declarac:ón, a pesar de que usa algunas fórmulas

,de significado ambiguo y que, l:teralmente interpretadas, podría parecer

que envuelven una delegación a lure. Citamos tres casos. El primero há-

llase en el canon 1.603, § 2, en el que se d:ce que la Signatura Apostólica

examina con potestad delegada las peticiones que, mediante libelos supli-

catorios, hacen los litigantes al Padre Santo para que encomiende su
causa a la Sagrada Rota. Sobre este canon ha observado ya el ,Austre

profesor ROBERTI (I. c., n. 148, II, 1) que en la facultad de examinar se
comprenden varios actos, como los de recibir las peticiones, estudiarlas y
redactar el voto, todas las cuales son facultades ordinarias. La decisión

sobre admit:r o no las peticiones está reservada al Romano Pontífice,

quien la expide y comunica por medio de la Signature, no en virtud de
la prescripción canónica, sino de una comisión personal dada por el mi:s-

mo Romano Pontífice en cada caso, o sea, con delegación ab homine

que es el acto específico al que se refiere el canon. Esto Ultimo es lo que

ocurre exactamente con los jueces sinodales (can. 1.574, § 1). Juzgan,

dice el ‘Código, con potestad delegada por el Obispo, es decir, con po-

testad dada para cada caso mediante tin acto particular del Obispo, lo

cual no es mas que una delegación ab homine.

Donde parecería descubrirse un caso claro de delegación «a iure» es en
el canon 309, § 4, al hablar del sustituto temporal del Vicario y Prefecto

Apostólico, cuando ni ellos mismos ni los Pro-v.carios designaron suce-

sor para el tiempo de la vacante o del impedimenta. Entonces el sucesor

interino es designado a jure con el nombre de administrador, y desempe-

ña este oficio l más antiguo en el Vicariato o Prefectura, o bien, si hay

varios en la misma situación, el más antiguo en el sacerdocio. Este admi-

nistrador interino, dice el canon citado, cerzsetur delegatus a Sancta Scde,

y añade el canon 31 0, § 2, que goza de todas las facultadeS ordinarias y
delegadas propias del Vicario o Prefecto, a excepción de las que se les
hubiesen concedido en atención a sus cualidades personates. Bien exa-

minado este caso y ateniéndonos a los conceptos más que a las palabras,
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nos hallamos ante un ejemplo típico de potestad ordirutria vicaria aneja

a un oficio y concedida por ley, que igualmente puede ejercer el Vicarf7o
que el Pro-vicario o el Admin'strador. Es el mismo caso del Vioario pa-
rroqu:al llamado ecónomo. Y no obsta a lo dicho el que nuestro Código
hable de Delegado de la Santa Sede. Esta cláusula no es sino un vestigio
meramente literal de la antigua legislación y doctrina canónicas, que en
este caso ni produce particulares efectos ni camba concepto alguno.

Con lo dicho damos cima a nuestro prolijo estudio sobre el concllto
de potestad ordinaria y delegada, junto con nuestra modesta opinión
acerca de as múltiples cuestiones que giran en torno de este fundamen-
tal concepto, verdadero eje de todo el sistema juridic°. Más que nuestra
particular opinión interesará a los que lean, con algún detenimiento, (-
presente trabajo, la acumulación y ordenación de tantos materiales his-
tóricos, dispersos por las diversas épocas, los cuales quedan a disposi-

6:Sn de otros más diestros artifices de la ciencia jurídica, quienes podrán
revisarlos o construir con los mismos teorías científicas más perfectas y
aun tal vez distintas de las conclusiones a que nosotros hemos podido
llegar,
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